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Señores miembros del Jurado: 
Dando cumplimiento a lo señalado por el Reglamento de Grados y Títulos de la 
Universidad Cesar Vallejo para optar el grado de Abogado, es así que presento el trabajo 
de investigación denominado: La vulneración a la presunción de inocencia por la causal 
dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194. Asimismo, el presente trabajo de investigación 
consta en VI capítulos: en el capítulo I se muestra la introducción donde se está sujeto 
por los trabajos previos de la materia, así como el marco teórico, formulación del 
problema, justificación del estudio y supuestos u objetivos del trabajo. En el capítulo II 
se desarrollará acerca del método, que contiene el diseño de investigación, métodos de 
muestreo, incluidos escenario del estudio, caracterización de sujetos, plan de análisis o 
trayectoria metodológica; así como el rigor científico, análisis cualitativos de los datos y 
por ultimo aspectos éticos. En el capítulo III, se formula la descripción de resultados de 
la entrevista y análisis documental, en el capítulo IV se realiza la discusión de la 
problemática presentada por la tesis. En el capítulo V se describe las conclusiones del 
trabajo de investigación. En el capítulo VI se determina las recomendaciones, referencias 
bibliográficas y anexos. 
La presente tesis tendrá como objetivo analizar de qué manera la causal dispuesta por el 
artículo 2 de la Ley 29194, vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia; 
asimismo, siendo necesario explicar sobre el derecho constitucional de presunción de 
inocencia, respecto a la suspensión de patria potestad, el auto de apertura de proceso 
penal. 
Señores miembros del jurado propongo a vuestra consideración el presente trabajo de 
investigación y espero que este conforme a los requisitos de aprobación para obtener el 
título Profesional de Abogado. 
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La presente investigación que lleva por título La vulneración de la presunción de 
inocencia por la causal dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194, se pretende visibilizar 
la problemática que existe en relación a que tal normativa vulnera la presunción de 
inocencia dentro de un Estado Constitucional de Derecho. 
El presente trabajo tiene como objetivo principal Analizar de qué manera la causal 
dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194 vulnera el derecho constitucional de 
presunción de inocencia. Por lo que, la materia de la tesis vertida en el trabajo desarrollado 
consiste en averiguar y determinar en la realidad y la doctrina la protección del derecho 
de presunción de inocencia, abordando concepciones doctrinarias como la historia de la 
presunción de inocencia en nuestra constitución y los tratados internacionales, posiciones 
jurídicas respecto al derecho de presunción de inocencia, jurisprudencia respecto a este 
derecho. De igual forma se investiga lo referente a la patria potestad, los derechos y 
deberes que esta institución jurídica contiene, se investiga además lo relacionado a la 
suspensión de patria potestad y las causales que dan lugar a ella. Con la finalidad de tener 
éxito en la investigación utilizando el metido explicativo, se empleó los instrumentos de 
la entrevista y análisis documental bajo los parámetros de la teoría fundamentada como 
tipo de investigación, analizando si la suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia, por lo que se 
concluye que el artículo 2 de la Ley 29194, el cual señala la suspensión de patria potestad 
por apertura de proceso penal, vulnera la presunción de inocencia siendo necesario que 
este derecho constitucional sea protegido. 
 












The present investigation that takes the title The violation of the presumption of innocence 
by the cause provided in Article 2 of Law 29194, is intended to make visible the problem 
that exists in relation to such regulation violates the presumption of innocence within a 
Constitutional State of Law. 
The main objective of this paper is to analyze how the cause set forth in article 2 of Law 
29194 violates the constitutional right of presumption of innocence. Therefore, the 
subject of the thesis in the work developed is to find out and determine in reality and 
doctrine the protection of the right of presumption of innocence, addressing doctrinal 
conceptions such as the history of the presumption of innocence in our constitution and 
the international treaties, legal positions regarding the right to presumption of innocence, 
jurisprudence regarding this right. In the same way it investigates what refers to the patria 
potestad, the rights and duties that this legal institution contains, it is also investigated 
what is related to the suspension of parental authority and the causes that give rise to it. 
In order to be successful in the research using the explanatory memo, the instruments of 
the interview and documentary analysis were used under the parameters of the theory 
based on the type of investigation, analyzing whether the suspension of parental authority 
for opening criminal proceedings violates the constitutional right of presumption of 
innocence, so it is concluded that Article 2 of Law 29194, which indicates the suspension 
of parental authority for opening criminal proceedings, violates the presumption of 
innocence and that this constitutional right must be protected. 
 
































1.1 APROXIMACIÓN TEMATICA 
La presunción de inocencia consiste en aquel derecho el cual les asiste a todas aquellas 
personas quienes están sometidas a un proceso penal, ello implica que la “inocencia” solo 
podrá ser desvirtuada una vez declarada la culpabilidad en el desarrollo de un debido 
proceso. 
Nuestra ley de leyes, Constitución Política, estipula que, aquellas personas quienes son 
investigados o acusados de un delito deben ser considerados inocentes siempre que no se 
haya demostrado judicialmente su responsabilidad, según su artículo 2 inciso 24 literal 
e). 
Dicho esto, nuestra sociedad peruana ha sido participe de innumerables modificaciones 
en lo que compete al derecho de familia, ello debido a las nuevas actos y cambios que 
surgen en nuestra sociedad. Una de estas modificaciones es lo referente a la patria 
potestad. 
La patria potestad engloba ciertos atributos y responsabilidades que la norma les confiere 
a los progenitores sobre sus menores hijos estas atribuciones, ello con la finalidad de 
instruirlos, educarlo y velar por ellos; es decir, se dan relaciones interpersonales a nivel 
económico y social entre padre e hijo. El código Civil y el Código que regula los derechos 
sobre los Niños y Adolescentes detallan las facultades y obligaciones que corresponden 
a la patria potestad, esto, sin distinguir los unos de los otros, asimismo, recogen las causas 
que dan lugar a la suspensión de la misma institución jurídica. 
Seguidamente, en atención a las modificaciones, el legislador ha optado por emitir la Ley 
29194; dicha ley modifica el artículo 75° Código de Niños y Adolescentes, estipulando 
en su artículo segundo que se suspenda la patria potestad por la apertura de proceso penal 
contra uno o los dos progenitores por ilícitos previstos en los artículos 173°, 173°-A, 
176°-A, 179°, 181° y 181°-A del Código Penal. 
Dicha ley fue emitida el 24 de enero del 2008, y cuya modificación de la misma fue por 
la ley 29275 (emitida el 31 de octubre del 2008), que añade el artículo 5 a la Ley 29194, 
estipulando, “los alcances de la suspensión o extinción de la institución jurídica a la que 
hemos hecho mención, se extiende a todos los hijos de aquel progenitor quien se 
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encuentra como investigado […]”. De lo dicho, debo agregar que es evidente que dicha 
norma colisiona con el derecho de presunción de inocencia. 
Dicha vulneración se perpetra debido a que se suspende la patria potestad por la apertura 
de un proceso penal, esto implica que se desvirtúa forzadamente la presunción de 
inocencia sin que medie resolución judicial firme que declare su culpabilidad tal como lo 
refiere los distintos tratados o convenios internacionales de los cuales somos parte.  
La normativa transgrede injustificadamente el derecho de presunción de inocencia, 
derecho de los progenitores que pueden ser injustamente denunciados, ya que como 
sabemos, ha habido casos donde uno de los progenitores realiza denuncias donde expone 
hechos en agravio de sus hijos y todo ello como fruto de venganza ocasionando un grave 
daño al menor y al progenitor quien fue denunciado injustamente. Dicho lo esto, vale 
decir que esta norma “da entrada” a, que en un conflicto de intereses donde se disputa la 
patria de potestad, entre los progenitores, uno de ellos utilice de mala fe dicho dispositivo, 
refiriendo a ello, que para ganar la patria de potestad exclusiva del hijo o de los hijos, 
quedé el otro suspendido del mismo.  
Aunado a ello, se hace mención que el legislador no solo impone una sanción de 
suspensión sobre el hijo, sino que la misma se extiende a los demás hijos, según los 
alcances de la ley 29275; esto ratifica la vulneración que se realiza. 
En adición a lo expuesto, vale decir que nuestro país es parte de los tratados 
internacionales que resguardan el derecho de presunción de inocencia, tales como: 
Declaración de los Derechos del Hombre y del ciudadanos (artículo9°), Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (artículo 11°), El Pacto Internacional de los 
Derechos Civiles (artículo 14° inciso 2), la Convención Americana (artículo 8) las cuales 
expresan, sustantivamente, que toda persona que es sometido a un proceso debe ser 
tratado como inocente mientras que no se demuestre judicialmente su culpabilidad. 
Es por ello, que la presente tesis tiene como objetivo general analizar de qué manera la 
causal dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194, suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal, vulnera el derecho de presunción de inocencia, precisando que 
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esta tesis se limita a realizar su estudio en la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, 
ello con el objetivo de emplear los instrumentos necesarios para la recolección de datos. 
 
ANTECEDENTES 
Los trabajos previos han sido recopilados de acuerdo con el problema formulado en la 
investigación con la finalidad determinar el enfoque metodológico del mismo; se tiene 
como base aquellos trabajos que fueron realizados con anterioridad por diversos 
investigadores, nacionales e internaciones, con ello se busca extraer las conclusiones con 
la finalidad de aportarlos al trabajo de investigación que se ha de realizar, aporte que se 
detalla a continuación: 
Antecedentes Internacionales 
Gutiérrez, (2016), en su Investigación: Declaración Judicial de Privación de la Patria de 
Potestad y su Incidencia frente al principio constitucional del desarrollo integral del 
menor, para optar el título de abogada en Ecuador. Universidad Nacional de Chimborazo. 
Tuvo como objeto de análisis profundo el determinar si la privación judicial de la patria 
de potestad incide en el principio constitucional del desarrollo integral del menor, y si el 
mismo, garantiza o vulnera el derecho de los menores. Asimismo, indagar la gravedad de 
las causales para la privación judicial de la patria de potestad y entender si la privación o 
suspensión de la patria potestad, incide en el derecho Constitucional del desarrollo 
integral del menor. 
De los resultados obtenidos de las encuestas y entrevistas se logró establecer es relevante 
determinar a través de un análisis jurídico como la declaración judicial de privación de 
patria de potestad incide en el principio constitucional del desarrollo integral del menor y 
que debe protege-rse, aun cuando se prive la patria de potestad. Asimismo, se indica que 
tal privación no vulnera el desarrollo integral del menor, sin embargo, se recomienda que 
tal suspensión o privación no impida el régimen de visitas, para que el menor pueda 
mantener el vínculo afectivo con su padre, esto siempre y cuando la causal no sea gravosa 
y bajo vigilancia del padre custodio. El enfoque metodológico de la investigación fue 
cualitativo y cuantitativo porque, en primer lugar, se interpretó el principio constitucional 
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y en segundo lugar porque se aplicó procesos estadísticos para verificar la hipótesis. En 
el primer apartado refiere el marco referencial, seguidamente se desarrolla el marco 
teórico, donde se detalla los antecedentes y la fundamentación teórica- doctrinal. En el 
tercer apartado hace referencia al marco metodológico, en la cual se describe el tipo de 
estudio, seguidamente, se describen los instrumentos y análisis de datos para la 
comprobación de la hipótesis; asimismo, el marco administrativo en donde se detalla la 
estimación de costos, recursos materiales y tecnológicos, y para finalizar, encontramos 
las conclusiones, recomendaciones luego de un profundo análisis e investigación.  
Suarez, (2010), en su investigación: Inconvenientes del Régimen Jurídico regulado por 
el Código de la Niñez y Adolescencia respecto a la suspensión y pérdida de la Patria de 
Potestad del Menor, para obtener el grado de licencia en jurisprudencia. Universidad 
Nacional de Loja. Tuvo como objeto de análisis las disposiciones relacionadas a la 
suspensión y extinción de la patria potestad ya que ha desarrollado una serie de problemas 
jurídicos como lo es que, cualquier individuo, que posea interés, pueda solicitar la 
suspensión o perdida de la misma. Por otro lado, tuvo como hipótesis que es insuficiente 
el régimen que reglamenta la perdida de esta institución jurídica. De los resultados se 
contrasto que el régimen jurídico de la patria de potestad es constantemente vulnerado ya 
que no se cumple ni se respeta los derechos del menor, ni mucho menos la relación entre 
padre e hijo. La insuficiencia de normas en el Código de la Niñez y Adolescencia ha 
determinado como inconvenientes la separación del progenitor con su hijo, la ruptura del 
núcleo familiar y sobre todo el tiempo que la ley otorga para la perdida de la patria de 
potestad. Asimismo, se concluye que el juez debe tomar en cuenta, para la suspensión de 
la patria de potestad, la amenaza, riesgo, reincidencia, abuso y habitualidad de los hechos 
que decretan la medida.  
El estado tiene el deber de dar mayor prioridad a la institución jurídica de patria potestad, 
con la finalidad de que vele por los derechos de los menores, y consecuentemente a ello, 
tengo como fin el resguardo al núcleo familiar, como base de la sociedad. 
Consecutivamente, el investigador plantea una serie de reformas al código de la Niñez y 
Adolescencia en la legislación ecuatoriana con el propósito de proteger a la familia y en 
consecuencia los hijos menores.  
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Hernández, (2010), en su investigación: La pérdida de la Patria Potestad y el Interés del 
Menor. Universidad Autónoma de Barcelona, para optar por el doctorado en la 
Universidad Autónoma de Barcelona. Tuvo como objetivo ahondar en el significado del 
Principio de Interés Superior del Niño ya que es muy frecuente en toda discusión judicial, 
asimismo, evidenciar la falta de normas legales que garantizan la debida observancia de 
ese interés. Asimismo, tiene como objeto destacar que el interés superior del niño forma 
parte de las nociones-marco, particularmente frecuentes en el derecho de familia, con 
todo ello se pretende potencializar las facultades del juez para resolver un conflicto que 
trae consigo la privación de la patria potestad de modo que el principio de interés superior 
del niño se traduzca en una riqueza existencial que oriente el sentido de las resoluciones 
judiciales en materia familiar.  
De lo investigado, se concluye que la suspensión de la patria potestad debe considerarse 
como una de las medidas más agresivas de intervención de los poderes públicos sobre el 
núcleo familiar, ya que extingue la patria de potestad de los padres sobre los hijos, siendo 
así su aplicación debería ser excepcional dado su carácter transcendental. Asimismo, es 
necesario que el legislador considere que expuso al menor con la conducta asumida por 
los progenitores con el fin de privilegiar el interés superior que tienen los menores y no 
se atiende el aspecto sancionador de la norma. Asimismo, manifiesta que es conveniente 
y necesaria una reforma legal que lleve a la modificación de aquellos criterios 
jurisprudenciales, en cuanto a garantizar una tutela eficaz del interés de los niños, en el 
procedimiento y la sentencia. Además, ante el supuesto de suspensión de patria de 
potestad debe requerirse una sentencia judicial que declare la recuperación de la misma 
por lo que no debe darse lugar a una recuperación automática en caso del fallecimiento 
del cónyuge titular. 
Por otro lado, hace referencia, que es necesario que el ente supremo, administrador de 
justicia, tenga como fundamento el criterio donde atendía el peligro en el que se ponía al 
menor al momento de dictarse alguna medida respecto a la patria potestad  ya que, de esta 
manera se manifestara la función sancionadora, esto es, para quien este privado en el 
ejercicio de la patria potestad y de otro lado, para que se manifieste la medida de 
protección futura para el menor, con el objeto de tutelar el interés superior del niño.   
17 
 
Muñoz, (2009), en su investigación: Patria de Potestad y Emigración Ecuatoriana. 
Universidad Técnica Particular de Loja, para obtener el título de abogada en Ecuador.  
Tuvo como objeto de análisis la evolución de la patria de potestad en transcurrir del 
tiempo ello equiparado con la regulación activa de aquella institución jurídica.   
Entre los resultados de la investigación hizo referencia, que la limitación más significativa 
en el ejercicio de la patria potestad es el interés superior del niño, sobre todo cuando los 
progenitores han emigrado. La investigación pretende contribuir a la legislación 
mencionando que es necesario que el estado ecuatoriano aplique criterios jurídicos que 
eviten la sustracción indebida de los menores por uno de los padres y así hace un listado 
de las acciones que deberían tomarse, esto es a) prohibirse la salida del territorio nacional 
sin que medie mandato judicial, b) prohibir la expedición al menor o de ser el caso se 
prohíba que se expida nuevamente si ya se hubiera realizado y por último no se pueda dar 
el cambio domiciliario sin que medie autorización judicial; en el último punto más que 
solicitar autorización judicial debería ser, que se ponga en conocimiento al letrado 
autorizado.  
Ovejero, (2004), tesis doctoral Régimen Constitucional del Derecho Fundamental a la 
Presunción de inocencia. Universidad Carlos III de Madrid. El objetivo de la 
investigación es contribuir al debate y al mayor conocimiento de los sucesos que son de 
verse día a día, asimismo dar mayor conocimiento respecto del derecho de presunción de 
inocencia, ello con la finalidad de responder con soluciones satisfactorias para estos 
sucesos. 
De acuerdo al análisis empleado se logra a concluir que la presunción de inocencia es un 
derecho y garantía de la libertad personal de los individuos de la sociedad frente al 
ejercicio del Estado (ius puniendi) que está relacionada con la garantía constitucional de 
los derechos y con el debido proceso. Asimismo, es de verse que este derecho se encuentra 
dentro de las garantías procesales, cuya vulneración debe ser resuelta de forma 
independiente sin que entre a considerar la existencia de un superior concepto de justicia 
o un procedimiento debido. Finalmente se puede decir, que la interpretación del principio-
derecho de presunción de inocencia implica la extensión de la protección constitucional 
del derecho a su aspecto extraprocesal: como fundamento de las medidas cautelares, como 
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límite de otros derechos constitucionales, como elemento configurador del poder judicial 
y como fundamento del recurso de casación. 
Antecedentes Nacionales 
Nuñez, (2014), en su investigación: Determinar si es factible que la liquidación de 
alimentos, devengados, generen la suspensión de la patria potestad, para optar la 
maestría en derecho. Universidad Nacional del Altiplano. La investigación pretende 
evidenciar que los progenitores exigen derechos aun cuando no cumplen con sus 
respectivas obligaciones. Entre los objetivos de la investigación se describe el determinar 
si es necesario hacer cambios a nuestro ordenamiento jurídico respecto a los Alimentos y 
Suspensión de la Patria Potestad. 
De la investigación se logra observar el análisis a la patria potestad en cuanto a su 
suspensión según el derecho comparado; de ello se observa, que en la Legislación de 
Costa Rica, los progenitores no solo pueden ser suspendidos o perdidos de esta institución 
(patria potestad) sino que además pueden ser sancionados penal y civilmente, tanto así 
que la legislación ha previsto que el hijo o hija puede reclamar a los progenitores a una 
indemnización económica por no haber cumplido con las responsabilidades que les 
resultaban inherentes. Aunado a ello, se puede observar que, en la Legislación de Brasil, 
las causas de suspensión de la patria potestad, es solo por la imposición de una pena de 
dos años y por demencia, y quien está dotado para iniciar un proceso de suspensión o 
perdida será el Ministerio Publico o quien tenga interés. 
De los resultados obtenidos, logró determinar que no es necesario seguir un proceso de 
suspensión por la causal de negarse a proveer alimentos, toda vez que el 94% de las 
liquidaciones de alimentos ya fueron remitidas al proceso penal y con ello se acredita la 
causal para la suspensión. Además, recomienda se cree un Registro de Padres con 
Suspensión de patria potestad y que el mismo, sea en un proceso ante el Juzgado de Paz 
Letrado por incumplimiento de la obligación alimentaria o ante el Juez Mixto por otras 
causales, a fin de evitar que los mismos saquen del país, a los menores, con falsos 
permisos notariales, se los sustraigan, ello a fin de no pagar deudas alimentarias. 
19 
 
Si bien es cierto, la siguiente tesis la siguiente tesis no es tema de la presente investigación 
sin embargo la misma se ratifica en la vulneración de la presunción de inocencia en 
diferentes delitos. Litano, (2015), en su tesis titulado Presupuestos para la prisión 
preventiva en los delitos de violación sexual en los juzgados penales de Huara, año 2013, 
para optar el título de abogado. Universidad José Faustino Sánchez Carrión. Tuvo como 
objeto de análisis identificar los factores que contribuyen en la motivación de los 
presupuestos para la prisión preventiva evitando la vulneración de la presunción de 
inocencia en los delitos de abuso sexual. La investigación fue de tipo descriptivo- 
explicativo.  
La investigación tuvo como conclusión, que la presunción de inocencia es un principio-
derecho básico en cualquier análisis respecto a los derechos del niño. Por otro lado, el uso 
de medidas cautelares alternativas a la privación de la libertad de acuerdo a criterios de 
legalidad, necesidad y proporcionalidad no riñe de ningún modo el derecho de las 
víctimas y mucho menos una forma de impunidad. Finalmente, concluye que el Estado 
debe emplear medidas alternativas a la privativas de libertad ya que se corre el riesgo que 
están se vuelvan inutilizables y entre en conflicto con el derecho de dignidad humana y 
presunción de inocencia, los cuales son pilares básicos en un estado democrático.  
Izarra, (2017), en su investigación: Permanencia de la Presunción de Inocencia del 
Imputado en el proceso penal acusatorio garantista en la jurisdicción judicial 
Huancavelica- 2014. Universidad Nacional de Huancavelica. Tuvo como objeto de 
análisis si es permanente o no la presunción de inocencia del imputado en el proceso penal 
acusatorio en la jurisdicción judicial de Huancavelica- 2014. La investigación se 
desarrolló como una investigación básica, nivel descriptivo y tuvo como método de 
investigación el método científico, descriptivo y estadístico. 
De los resultados obtenidos se pudo concluir, que es permanente la presunción de 
inocencia del imputado en el proceso penal acusatorio garantista ya que este es un derecho 
fundamental a favor de los individuos que están sometidos a un proceso jurisdiccional, 
ello con la finalidad de que los mismos sean tratados como inocentes dado que solo se 
podrá desvirtuar tal inocencia mediante una sentencia. Por otro lado, hace mención, que 
el imputado no tiene el deber de probar su inocencia sino es el Estado a quien le 
corresponde desvirtuar dicha presunción de inocencia. 
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Serrano, (2015), en su investigación, Prisión Preventiva Judicial y la Vulneración del 
Derecho de Presunción de Inocencia del investigado en el Distrito de Padre Abad, 
Ucayali, 2014- 2015, para optar la maestría. Tuvo como objetivo determinar si la prisión 
preventiva judicial, como medida de aseguramiento de la finalidad del proceso penal, 
vulnera el derecho de presunción de inocencia del investigado, en el distrito de Padre 
Abad, Ucayali, 2014-2015. 
De los resultados obtenidos se llega a concluir que el mayor porcentaje de magistrados 
refieren que se transgrede, inevitablemente, el derecho de presunción de inocencia al 
ordenar la prisión preventiva. Asimismo, hace mención que la justificación de la prisión 
preventiva, que tiene como argumento la no contradicción con el derecho de presunción 
de inocencia, es incorrecta toda vez que en la práctica es una condena a priori de un debido 
proceso por lo tanto se contradice con el derecho de presunción de inocencia. 
Rocha, (2015), en su investigación: Suspensión de la Patria Potestad por causal de 
apertura de proceso penal y la vulneración a la presunción de inocencia, para optar el 
título de abogado. Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión. Tuvo como 
objeto de análisis determinar las bases dogmáticas que permitan la derogación del 
supuesto que genera la suspensión de la Patria Potestad ya que vulnera el principio de 
presunción de inocencia. Dicha investigación fue descriptiva- explicativa, y el enfoque 
de la investigación fue mixto de forma aplicada. 
De los resultados obtenido, llego a concluir que el derecho de presunción de inocencia es 
un derecho fundamental reconocido constitucionalmente, el cual refiere que cualquier 
ciudadano es inocente siempre que no se declare judicialmente lo contrario. Sin embargo, 
con la sanción de suspensión de la patria de potestad, sin mediar elementos suficientes de 
convicción sobre la comisión del ilícito, vulnera de manera lesiva este derecho de rango 
constitucional. Por lo que existe una trasgresión al derecho constitucional de presunción 
de inocencia lo cual es un hecho reprochable dentro de un estado de derecho por lo que 
recomienda urge la derogación de la norma. En la investigación se encuentra un proyecto 




1.2.- MARCO TEÓRICO  
 
El Marco Teórico tiene como fin integrar, en la investigación, teorías, enfoques, estudios 
y algunos antecedentes que guardan relación con el problema que se investiga. 
Asimismo, el marco teórico se utiliza para obtener información o datos que ayuden a 
describir el problema, y ello, ayuda a consultar teorías que luego pueden integrar la 
investigación (Tamayo, 2012, p. 148).  
En ese orden de ideas, se pasará a describir lo siguiente: 
 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
Concepto 
Se debe tener en cuenta que la presunción de inocencia es un principio jurídico que 
establece la inocencia de la persona como regla y que, solamente, en un proceso penal en 
la que se declare su culpabilidad del investigado, se podrá aplicar una pena o sanción. Lo 
anterior nace de nuestra Constitución Política del Perú, así como de los Tratados 
Internacionales ratificados por el Perú sobre Derechos Humanos.  
Teniendo en cuenta lo expuesto, es menester mencionar el significado que establece el 
Diccionario de la Real Academia Española a la palabra presunción, la misma que la define 
como la acción y efecto de presumir, asimismo, según su portal web en su definición de 
presunción de inocencia nos menciona que la misma se aplica a cualquier persona, aun 
acusada en un proceso penal, mientras no haya sentencia firme condenatorio, lo cual tiene 
relación directa con lo establecido por nuestra Constitución Política. 
Según, Higa (2013), a través de la Revista Derecho & Sociedad, realiza una parte 
introductoria expresando, que la presunción de inocencia es una de los tantos derechos 
fundamentales de los cuales se funda el derecho sancionador tanto en su derecho penal 
como en su derecho administrativo sancionados, esto con la finalidad de garantizar que 
ningún inocente sea castigado […]. Asimismo, menciona que este derecho es un derecho 
completo que abarca una serie de posiciones jurídicas básicas las cuales funcionan como 
límites a cualquier actuación del Estado. 
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Está claro que el derecho de presunción de inocencia es parte de los derechos 
fundamentales que recoge nuestra Constitución, asimismo, que esté se aplica a cualquier 
persona que es sometido a un proceso penal por lo que se alude a que se tiene que presumir 
la inocencia del imputado como regla de tratamiento, razón por la cual se encuentra como 
garantía de un debido proceso esto es en el proceso penal, de esto se puede colegir que la 
presunción de inocencia actúa como límite del derecho sancionador, ius puniendi del 
Estado. 
Aunado a ello, Sandoval (2010) refiere, que la presunción de inocencia, consiste en aquel 
derecho a no ser condenado sin pruebas de cargos constitucionalmente válidas y que no 
agota, por tanto, su virtualidad, en el mandato de In Dubio Pro Reo. Sin embargo, otros 
autores comparten, que es una presunción Iuris Tantum la cual puede ser desvirtuado con 
una mínima actividad probatoria, producida con todas las garantías procesales y de las 
cuales se pueda deducir la culpabilidad del imputado (p. 458). 
Lo anterior dicho es válido debido a que, en un Estado Democrático de Derecho, el 
acusado no puede ser condenado por simples presunciones por lo que se exige una mínima 
actividad probatoria que sea suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia que le 
asiste a todo imputado siendo que, si esta no es suficiente, y ante duda razonable, este 
deberá favorecer al imputado. 
De igual modo, Aguilar (2013), a través de la Colección de Textos sobre Derechos 
Humanos refiere, que la presunción de inocencia es un principio fundamental del Derecho 
Procesal Penal que importa en la actividad jurisdiccional como regla probatoria y como 
elemento fundamental del derecho a un juicio justo, ello en relación a un debido proceso. 
Asimismo, hace hincapié que tal presunción se denomina Iuris Tantum debido a que la 
misma admite prueba en contrario. Ello implica que el juez no puede dictar sentencia 
condenatoria cuando la culpabilidad del imputado no ha sido verificada más allá de toda 
duda razonable (p. 13). 
Como se ha mencionado, la presunción de inocencia se encuentra debidamente regulado 
en nuestra Constitución como un derecho fundamental el cual actúa también como 
principio del Derecho Procesal Penal, que exige una mínima actividad probatoria para 
desvirtuar tal derecho. Asimismo, se ha mencionado que esta presunción se encuentra 
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dentro de las garantías de un debido proceso siendo que está termina con la sentencia 
judicial condenatoria emitida por el juez competente. 
Por su parte, Carballo (2004, p.38), señala que indubitablemente, la presunción de 
inocencia, es un derecho fundamental y no un mero principio teórico y la misma comporta 
una doble dimensión a) que nadie puede ser considerado culpable hasta que así lo declare 
una sentencia condenatoria y, b) que la incertidumbre sobre la existencia de los hechos y 
su atribución de culpable del acusado beneficien al mismo, imponiendo una carga 
material de la prueba a las partes acusadoras. 
Por cierto, a criterio de Beccaria, la presunción de inocencia es un principio necesario, 
desde el momento en que una persona no puede ser considerada reo sin que exista una 
sentencia firme, es por ello que la sociedad no puede desproveerlo de su protección ello 
hasta que no se haya decidido que el mismo es culpable de la comisión del delito. 
(Lozano, Resendez, Fernández, 2012, p.318). 
Claro está que el investigado debe ser considerado inocente mientras no exista sentencia 
condenatoria, por lo tanto, se exige que, en el proceso penal, el imputado, cuente con 
todas las garantías procesales derecho a la defensa, proceso justo, y demás, los mismos 
que ayudarán para no desproteger al mismo y ayudar a esclarecer la verdad sobre los 
hechos. 
Sin embargo, Rubio, Eguiguren y Bernales (2010), asevera que, la presunción de 
inocencia supone que una persona a quien se le apertura una investigación no puede estar 
sometido a un permanente estado de sospecha y quien investiga debe demostrar la 
voluntad de llegar a conocer los hechos y no dilatar el proceso (p. 720).  
Dicho lo anterior se precisa que el representante del Ministerio Publico, quien acusa, tiene 
la carga de la prueba debido a que no se exige que el acusado demuestre su inocencia, 
sino que, quien acusa deberá probar la responsabilidad penal del imputado con la 
pretensión de obtener una sentencia condenatoria que acredite que esté cometió el hecho 
materia del proceso. 
Cabe precisar, que el reconocimiento de la presunción de inocencia como derecho 
constitucional ha sido una conquista del Derecho Penal Constitucional, dado que se 
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determina que la presunción de inocencia no es un principio general del derecho que se 
impone a la actividad judicial, sino que es un derecho de aplicación inmediata, derecho 
constitucional que vincula a todos los poderes. 
Se considera a la presunción de inocencia como un derecho público contenido en la 
Constitución a favor de las personas, que exige que, ante el procedimiento o autoridad al 
que este sujeto, no se considere creíble la imputación de hechos relacionado a la comisión 
del delito, salvo decisión contraria de algún órgano competente y siempre que medie el 
desarrollo de un debido proceso. Asimismo, que aquellas medidas que restringen la 
libertad del procesado sean excepcionales. Por tanto, es un poderoso baluarte de la 
libertad individual para frenar las arbitrariedades del sistema respondiendo a la necesidad 
de seguridad jurídica (Olmedo,1960, p. 232). 
Por lo tanto, la presunción de inocencia es un principio procesal el cual exige que 
cualquier persona que es sometido a un proceso penal, debe ser tratado y considerado 
como inocente, y tal presunción de inocencia pobra ser desvirtuada en el desarrollo de un 
debido proceso el cual expida una sentencia condenatoria. Por ende, como lo menciona 
Higa (2013, p.2), este derecho encuentra su sustento en la premisa de que solo las 
personas que han cometido algún ilícito deben ser sancionados. 
Posiciones Jurídicas contenidas en el Derecho de Presunción de Inocencia 
Respecto a las posiciones jurídicas que se hallan intrínsecamente del derecho de 
presunción de inocencia, se tiene que la Constitución Política del Perú en su artículo 2 
inciso 24 literal e) establece que toda persona es considerada inocente mientras no se haya 
declarado judicialmente su responsabilidad. De este texto se extrae lo siguiente: 
- Si un juez no ha declarado la responsabilidad de un ilícito penal a una persona, 
entonces esta es considerado inocente (Higa, 2013, p.2). 
De este supuesto se desglosa que la presunción de inocencia debe ser considerada como 
regla de tratamiento del imputado; dicha regla exige presumir, que el investigado y/o 
sometido al proceso penal es inocente, en otras palabras, impone la obligación de tratar 
al procesado como inocente hasta que no se pruebe lo contrario. Por lo tanto, se debe 
afirmar que el derecho de presunción de inocencia consiste en que no se debe tratar como 
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culpable a una persona mientras no se haya demostrado su responsabilidad de los hechos 
materia del proceso. 
Aunado a ello, del precepto legal antes citado se deduce que aquel que imputa los hechos 
(acusador) tiene la carga de la prueba, esto es, probar que el imputado es culpable del 
hecho que se le atribuye. Asimismo, tiene que exponer y probar que su hipótesis es la 
única explicación de los hechos del caso. Ello, con la finalidad de no vulnerar el principio 
de dignidad recogido en el artículo primero de la Constitución. Si esto es así, entonces se 
tiene que no se puede condenar a una persona si tenemos duda de que ella ha cometido el 
hecho que se le atribuye (Higa, 2013, p.3). 
Ahondado como mayor precisión de lo anteriormente dicho, se tiene que no es suficiente 
cualquier prueba que el acusador proponga, sino que estas deben practicarse de acuerdo 
a ciertas garantías y de una determinada forma para cumplir con desvirtuar la presunción 
de inocencia. De tal modo que recae sobre la parte acusadora la carga de la prueba, es 
decir, recae sobre el Ministerio Publico, el cual tiene como función desvirtuar la 
presunción de inocencia, por lo tanto, en él recae el deber de recaudar todos los elementos 
necesarios probatorios para sustentar la acusación. 
Por su parte, Fernández (2005), indica que la presunción de inocencia se presenta de 
diferentes formas en el proceso penal: 
i) Procede como criterio informador del proceso penal; 
ii) Actúa como regla de tratamiento que recibe el imputado durante el desarrollo 
del proceso penal; 
iii) Se establece como una importante regla con efectos en la actividad probatoria, 
la cual desempeña dos importantes funciones: 
iii.1) exige la presencia de ciertos requisitos en la actividad probatoria para 
que esta pueda servir de fundamento en la expedición de la sentencia 
condenatoria (función de regla probatoria) y,  
iii.2) actúa como criterio decisorio en los casos de incertidumbre (función de 
regla de juicio) (p.118). 
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La regla de juicio, tiene su incidencia en la actividad probatoria, debido a que la sentencia 
condenatoria se proyecta de las diligencias probatorias que aportan objetivamente 
elementos incriminatorios. A partir de lo referido, se puede colegir que la presunción de 
inocencia es tomada como punto de partida en los procesos, es decir, mientras no conste 
prueba que enerve la presunción de inocencia, éste (acusado) seguirá siendo inocente.  
De ahí que, la presunción de inocencia actúa como principio Iuris Tantum, la cual puede 
ser desvirtuada por alguna mínima actividad probatoria, lo que implica la valoración de 
las pruebas prácticas en el juicio oral bajo la actuación y empleo de todas las garantías 
constitucionales procesales. 
Presunción de Inocencia como garantía en el Debido Proceso 
En principio en un sistema político debe haber un proceso justo, esto como requisito 
fundamental para que pueda existir un imperio del derecho. Se entiende que el debido 
proceso es aquel que ha sido estructurado para averiguar la verdad y está ligado a la 
finalidad del ordenamiento jurídico, en cuanto a determinar si se ha violado alguna ley y 
en que circunstancia (Benavente, 2010, p. 127). 
El Debido proceso es el conjunto secuencial de etapas formales e imprescindibles 
realizadas para el cumplimiento de los requisitos prescritos en la Constitución, dentro del 
proceso penal, con la finalidad de obtener un proceso justo y transparente. Entonces, se 
exige que sea un proceso judicial estructurado, es decir, que cuente con ciertos requisitos 
procesales que nos aseguraran que este, como instrumento, sirva para su finalidad.  
El debido proceso engloba un conjunto de garantías esenciales, dentro de las cuales se 
encuentra el derecho de presunción de inocencia, derecho a la libertad probatoria, derecho 
a la no incriminación, entre otros.  
De Bernardis (1995), propone las siguientes garantías básicas dentro del debido proceso: 
Defensa y asistencia del letrado, competencia del juez natural, ser informado de la 
acusación y pretensión formulada, presunción de inocencia, entre otras (p. 43). 
A mayor abundamiento, Rubio, Eguiguren y Bernales, acotan que el debido proceso tiene 
como componente esencial la presunción de inocencia, aplicable en el ámbito de sanción 
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que tiene el Estado. Consiste en que, durante todo el proceso respectivo, quien tiene la 
facultad de sancionar debe presumir la inocencia del investigado y además debe, exigir 
una prueba necesaria y suficiente para determinar la responsabilidad para que pueda 
proceder la sanción del caso (2010, p. 719).  
Finalmente es menester precisar que el derecho de presunción de inocencia exige que los 
magistrados y jurados se abstengan de prejuzgar y, esto se aplica a los demás funcionarios 
públicos. Por lo tanto, las autoridades no deben hacer declaraciones sobre la 
responsabilidad o inocencia antes de que concluya el juicio (Amnistía Internacional, 
2005, p. 94). Por lo tanto y no menos importante, la presunción de inocencia se encuentra 
inmersa en los criterios para evaluar el modo en que los Estados tratan a las personas 
acusadas de cometer un acto ilícito. 
Presunción de Inocencia en el Proceso Penal 
Siendo la Presunción de inocencia base, limite y principio rector del proceso penal, 
Alberto Binder manifiesta que la presunción de inocencia es el principio más importante 
que rige en todo proceso penal y más aún cuando a través de la vigencia de este principio 
se puede apreciar el tipo de Estado que gobierna un país. […] De modo que la Presunción 
de Inocencia no solo se trata de un beneficio al reo o prebenda legislativa para beneficiarlo 
como muchos manifiestan, por lo contrario, se trata de limitar el ius puniendi del Estado. 
Debido a que en un Estado Constitucional de derecho es preferente que existan culpables 
absueltos, a que exista un inocente sufriendo una pena (Costa, 2008, p.141-142). 
Al respecto, Zamora-Pierce, expresa que la presunción de inocencia, en el proceso, debe 
ser considerado como una exigencia, es decir como un límite a toda privación de derechos 
que se encuentra relacionado con la garantía a un debido proceso, entendido este último 
como una de las garantías básicas que otorga el Estado por tanto esta actúa como directriz 
que marca el camino en todo el proceso penal, es el eje rector en del proceso penal 
encaminado a tutelar la inocencia, con ello se pone límites al ejercicio del ius puniendi 
del Estado (Aguilar, 2015 p.94). 
Por tanto, las mayores violaciones a los derechos fundamentales como la presunción de 
inocencia se han evidenciado injustificablemente en el proceso penal, estas vulneraciones 
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se dan de forma rutinaria y sistemática a traces de la administración de judicial y ello se 
puede confirmar con la cantidad de reos que vienen sufriendo una sanción anticipada por 
la comisión de un delito que solo se funda en presunciones. Este es un problema que se 
viene sufriendo hace siglos y no ha podido ser solucionado es por ello que, dentro de un 
proceso justo, debido solo debería aplicarse una pena o medida de seguridad ello como 
consecuencia de una sentencia motivada firme por un juez competente e imparcial. 
Por tanto, estamos frente a un derecho que es de naturaleza fundamental y necesaria que 
se impone incluso existiendo suficientes elementos probatorios pero que requiere una 
resolución judicial firme por ende aun cuando se encuentre al imputado en flagrante delito 
o existiendo sufrientes elementos probatorios en su contra, éste debe ser tratado y 
considerado inocente pues el juicio sobre la culpabilidad tiene que ceder ante el principio 
de inocencia que solo puede ser desvirtuado por la sentencia judicial (Ayala, 2011). 
 
JURISPRUDENCIA DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
Jurisprudencia Nacional y el derecho a la presunción de inocencia  
El Tribunal Constitucional ha mencionado en diferentes pronunciamientos, los criterios 
que deben de tenerse en cuenta para respetar y reconocer la presunción de inocencia es 
por ello que se pasará a detallar todos aquellos casos y sentencias que se han pronunciado 
al respecto de este tema de presunción de inocencia. 
Respecto a la definición de la presunción de inocencia el Tribunal Constitucional STC 
04415-2013-PHC/TC-Lima. Veintisiete de enero de 2014, en los Fundamentos de Voto 
del Magistrado Vergara, considerando 5) menciona que, el constituyente ha reconocido a 
la presunción de inocencia como derecho fundamental inherente a cualquier ciudadano, 
que se halla tanto en el derecho de dignidad humana como en el principio pro homine. 
Aunado a ello, el Tribunal Constitucional en el considerando 7 del Expediente N° 506-
2005-PA/TC refiere que la presunción de inocencia es un principio y, a la vez, un derecho 
fundamental de todo acusado penalmente, cuya eficacia se despliega en diversas etapas 
del proceso penal, en un doble sentido: 
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a) Por un lado, como una regla de tratamiento sobre la persona sometida al proceso penal, 
que exige partir de la idea de que el sometido al proceso es inocente. 
b) Por otro, como una regla de juicio, “es decir, [como] una regla referida al juicio de 
hecho” de la resolución que sanciona, que se proyecta en el ámbito probatorio, conforme 
al cual la “prueba completa de la culpabilidad (...) debe ser suministrada por la acusación, 
imponiéndose la absolución (...) si la culpabilidad no queda suficientemente demostrada”. 
Por otro lado, el Tribunal Constitucional STC 2915-2004-HC/TC- Veintitrés de 
noviembre del 2004, refiere, en el fundamento jurídico doceavo, que la presunción de 
inocencia se mantiene “viva” en el proceso penal siempre que no exista una sentencia 
judicial que, como corolario del cauce investigatorio llevado a cabo con las garantías 
inherentes al debido proceso, logre desvirtuarla. 
En cuanto a su contenido, el Tribunal considera que la presunción de inocencia 
comprende: el principio de libre valoración de la prueba en el proceso penal el cual 
corresponde actuar a los Jueces y Tribunales, que la sentencia condenatoria se funde en 
auténticos hechos de prueba y que la actividad probatoria sea suficiente para generar en 
el Tribunal la evidencia de la existencia del hecho punible y la responsabilidad penal del 
acusado y así poder desvirtuar la presunción (STC 0618-2005-HC/TC). 
En relación a la presunción de inocencia como garantía de los acusados, el Tribunal 
Constitucional STC 5955-2006-PA/TC- ICA, Veintiún de mayo del 2007 en el 
Fundamento Jurídico segundo manifiesta que, este derecho constituye una garantía del 
imputado o procesado, ello con el objetivo de que no se adjudique consecuencias jurídicas 
gravosas por motivo de la imputación de un ilícito, sino hasta que se haya determinado 
judicialmente su responsabilidad. 
Por su parte, la Corte Suprema en el Recurso de Nulidad 393-2015-Lima, Diecisiete de 
febrero de 2017 en el Fundamento Jurídico cuarto refiere que el derecho a la presunción 
de inocencia se mantiene, en tanto como regla de juicio y desde la perspectiva 
constitucional, es el derecho a no ser condenado sin pruebas de cargo válidas, lo que 
significa que debe existir una mínima actividad probatoria realizada con las garantías 
necesarias, referida a todos los elementos del delito y que de la misma se pueda inferir 
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razonablemente, los hechos y la participación del imputado en estos, conforme así lo ha 
establecido en forma reiterada la doctrina jurisprudencial emitida por esta suprema 
instancia, consolidada en el Acuerdo Plenario número 2-2005/CJ-116, del treinta de 
setiembre del dos mil cinco. 
Jurisprudencia Internacional y el derecho a la presunción de inocencia  
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso J. Vs Perú. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2013. 
En el ámbito penal, la Corte Interamericana ha expresado que el principio de presunción 
de inocencia es un fundamento de las garantías judiciales. Por lo que, se exige que el 
acusado no tiene el deber de demostrar que no ha realizado el delito que se le imputa, 
porque el onus probando le corresponde a quien acusa y cualquier duda debe ser 
beneficiario al acusado. Por tanto, la demostración fehaciente de la culpabilidad 
constituye un requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la 
prueba recae en la parte acusadora. Por otro lado, la presunción de inocencia implica que 
los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha 
cometido el delito que se le imputa. 
Seguidamente, el Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Chile realizó en una recopilación de estándares jurisprudenciales en el en 
materia de integridad personal, libertad personas y debido proceso para la utilidad de la 
Defensa Penal Pública. Consecuentemente, dentro de esta recopilación jurisprudencial se 
halla el principio de presunción de inocencia el cual se pasará a desarrollar. 
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción 
preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. 
Serie C N° 220 
El tribunal sostiene que tal como se desprende del artículo 8.2 de la Convención 
Americana, el principio de presunción de inocencia exige que una persona no puede ser 
condenada mientras no exista prueba plena que fundamente su responsabilidad penal. Por 
tanto, si la prueba es incompleta o insuficiente, procede absolver y no condenar. Así, la 
falta de la prueba plena de la responsabilidad penal en una sentencia condenatoria acarrea 
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una vulneración al principio de presunción de inocencia, el cual es un elemento esencial 
para la realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al procesado durante 
todo el proceso penal hasta que se emita la sentencia condenatoria. 
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. Recomendación General 
N° 31 sobre la prevención de la discriminación racial en la administración y 
funcionamiento de la justicia penal. A/60/18, 2005. 
Al respecto, menciona que la garantía del derecho de presunción de inocencia demanda 
que los órganos jurisdiccionales que son los principales participes para administrar 
justicia tengan prohibido presentar y expresar en público respecto a la culpabilidad de los 
investigados antes de que se emita sentencia […]. Siendo que, dichas autoridades deberán 
velar de que la prensa evite difundir afirmaciones o información que ocasionen 
estigmatizaciones de determinadas categorías de personas […]. 
Comité de Derechos Humanos. El derecho a un juicio imparcial y a la igualdad ante 
los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  
Al respecto, hace mención que, de acuerdo al párrafo 2 del artículo 14 de la Convención, 
se exige que todo individuo acusado de la comisión de un delito tiene derecho a la 
presunción de su inocencia siempre que no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
La presunción de inocencia, es fundamental para la protección de los derechos humanos, 
por lo que se impone la carga de la prueba a la acusación, garantiza que no se presuma la 
culpabilidad a menos que se haya demostrado la acusación fuera de toda duda razonable, 
asegura que el acusado tenga el beneficio de la duda, y exige que las personas acusadas 









Figura 1. Presunción de Inocencia 
 








En el año 2-008, en el Congreso de la Republica y en especial en el eje de la Comisión de 
la Mujer, surgieron aquellas propuestas que modificaron la legislación penal y civil, 
dentro de esta última se modificó la institución jurídica de patria potestad. 
Es la congresista Lourdes Alcorta, quien plantea a través de la Propuesta Ley N° 
1070/2007-CR, el 08 de marzo del 2007, modificar los límites del derecho de la patria 
potestad que tiene los padres sobre sus hijos. 
Dicha Ley se funda en dos elementos que se pasará a detallar: 
- El discurso político social tuvo como objeto manifestar la protección inmediata a 
los niños y adolescentes que pudiesen ser víctimas de sus propios padres o tutores 
dado que estos pueden verse afectados en su indemnidad o libertad sexual. 
- Esta propuesta no tuvo base bibliográfica, estudios técnicos o vínculo con alguna 
política pública vinculada a los fines del Ministerio de la Mujer y Desarrollo 
Social. 
Fue el discurso político tan indiscutible, sobresaliente y extraordinario que no necesitaba 
sustento técnico para validar dicha propuesta. Por lo que, fue ratificada por Dictamen 
positivo, aprobada, promulgada y publicada el 25 de enero de 2008. 
Este precepto normativo modifica en su artículo 2, lo regulado en la suspensión o perdida 
de la patria potestad. De este modo, el artículo de la Ley 29194, incluye en el Código de 
Niños y Adolescentes artículo 75, la causal h) estableciendo que se suspende la patria de 
potestad por la apertura de proceso penal, al padre o la madre, por delitos previstos en los 
artículos 173°, 173°-A, 176°-A, 179°, 181° y 181°-A del Código Penal. Estos delitos 
están referidos a delitos que atentan contra la libertad sexual e indemnidad sexual, 
obviamente que debe tratarse de delitos cometidos por aquel que goza del derecho de la 
patria potestad. 
Para ahondar en el tema, se debe desarrollar los conceptos básicos que está modificación 
señala, tales como: libertad e indemnidad sexual, a grosso modo los artículos las cuales 
hace mención la Ley, patria potestad y suspensión de patria potestad. 
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Libertad e Indemnidad Sexual 
A diario en nuestra sociedad se producen hechos referidos a los delitos contra la libertad 
e indemnidad sexual, sea contra personas mayores o menores de edad; ello es una 
expresión de una sociedad decadente y a la vez, se convierte en un problema social. La 
violencia sexual es un problema latente en el Perú y en muchos otros países. Existen 
múltiples terminologías al respecto: violación, abuso, o delito contra la libertad sexual, 
todos referidos al hecho donde se afecta la voluntad y libertad sexual de la víctima. Ante 
tales hechos fue necesario, y aún lo sigue siendo, realizar cambios en la legislación de 
manera que se brinda garantías tanto a las víctimas como a los victimarios.  
Los delitos que están inmersos en el capítulo IX - Código Penal, referidos a la ilícitos de 
violación sexual, establece que el bien protegido es la libertad sexual, sin embargo, dentro 
de los mismos también se encuentran aquellos que afectan la indemnidad sexual. 
Asimismo, haciendo hincapié, en el capítulo IX del Código Penal no solo se encuentran 
delitos de violación sexual sino, además, delitos como los actos contrarios al pudor en 
menores.  
La libertad sexual es una manifestación individual de la libertad personal que manifiesta 
el poder de auto determinarse de manera espontánea sin ningún tipo de obligación o 
engaño dentro de la conducta sexual. Según la doctrina, el bien jurídico protegido, libertad 
sexual, debe entenderse en dos sentidos, el primero como la facultad o poder que tiene la 
persona sobre su cuerpo y la elección de esta para efectos sexuales, y el segundo, como 
la capacidad de negarse a tolerar o realizar actos sexuales sobre su persona. De manera 
más simplificada, significa que toda persona tiene la facultad de decidir si desea o no 
tener acceso carnal sin que medie obligación, coacción o engaño, es decir, de forma libre 
y voluntaria. 
Es así que, la libertad sexual debe entenderse no solo en un aspecto positivo, en la facultad 
que tiene un sujeto en elegir de modo voluntario y libre sobre sí mismo para tener 
relaciones sexuales, sino también, como la facultad que tiene el mismo, de negarse a 
realizar o aguantar cualquier acto sexual en contra de su voluntad, aspecto negativo. Por 
lo que dicha libertad se encuentra amenazada cuando un tercero involucra a otra persona 
en un acto sexual sin su consentimiento. Tal concepto es aplicable completamente y 
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únicamente a las personas con la mayoría de edad, quienes se encuentran en plenitud de 
sus facultades físicas o psíquicas, lo cual les permite discernir sobre las consecuencias de 
sus actos o decisiones relacionadas a su sexualidad.  
Por lo que, en este esquema diseñado para delitos sexuales, debe establecerse claramente 
la edad de la víctima, ya que hay distinción entre mayores y menores, y entre personas 
que padecen alguna deficiencia o incapacidad.  Es así que se habla de Indemnidad sexual, 
para señalar que las personas quienes son menores de edad, tienen el derecho a estar 
exentos o libres de cualquier perjuicio de orden sexual, y de intangibilidad sexual, en el 
sentido de considerar a los menores e incapaces como personas intocables (Buompadre, 
2012, p. 171). 
El termino de indemnidad sexual es utilizado al momento de hablar sobre delitos sexuales 
que atentan a los menores de edad y personas incapaces; y ambos, en conjunto, son 
protegidos en los ilícitos referidos a los actos sexuales del Código Penal.  
Diferentes autores definen a la indemnidad sexual como el derecho que tiene el menor de 
no sufrir interferencia en la formación de su propia sexualidad, asimismo, aseveran que 
no se puede hablar de libertad sexual toda vez que no disponen de la capacidad necesaria 
que les permita decidir sobre su vida sexual, es decir, con la indemnidad sexual se protege 
el ámbito sexual de los menores e incapaces, ámbito que tendrán en el futuro y en otros 
casos quizá nunca por condiciones personales por lo que el indemne sexual no puede 
decidir sobre su vida sexual en libertad ya que carece de la misma. 
Finalmente, es menester precisar que la diferencia entre la libertad sexual y la indemnidad 
sexual radica en el estado de vulnerabilidad de los sujetos, concluyendo que un sujeto que 
es indemne sexual es más vulnerable que otro que ya tiene libertad sexual, ello basado en 
la  interpretación de nuestro código penal, mencionando que los sujetos ostentan libertad 
sexual luego de haber cumplido 14 años de edad, antes de ello son indemnes sexuales, de 
igual manera que aquellos sujetos que por sus cualidades psíquicas o físicas no puede 





Delitos citados en el Artículo 2 de la Ley 29194 
Artículo 173° Violación sexual de menor de edad.  El que tiene acceso carnal por vía 
vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del 
cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con un menor de edad, será reprimido con las 
siguientes penas privativas de libertad:  
1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena será de cadena perpetua.  
2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no menor 
de treinta, ni mayor de treinta y cinco años 
En el caso del numeral 2, la pena será de cadena perpetua si el agente tiene cualquier 
posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre la víctima o le 
impulse a depositar en él su confianza. 
Artículo 173°-A Violación sexual de menor de edad seguida de muerte o lesión grave.  
Si los hechos estipulados en los incisos 2 y 3 del apartado anterior, ocasionan la muerte u 
originan lesiones graves a la víctima, y el sujeto pudo prevenir este resultado o si de 
alguna manera actuó con crueldad, se le sancionara con cadena perpetua. 
El artículo 173° y 173°-A del código Penal, estipula el acto ilícito en el cual, el sujeto 
activo tiene como sujeto pasivo a un menor. La figura básica del delito se encuentra 
estipulado en el artículo 170°, por lo que este artículo (173°- 173°-A) vendrían hacer 
agravantes. 
Derecho que se protege. – En ese acto ilícito se resguarda la indemnidad sexual del menor, 
que tiene derecho a no ser obligado a tener relaciones sexuales, con ello se busca proteger 
el desarrollo integral, tanto físico como psíquico, de los menores, donde se encuentra 
inmerso el desarrollo sexual del mismo; esta protección es producto de la incapacidad que 
posee para disponer de su vida sexual. 
Numerosos autores afirman que lo que se busca proteger en este tipo de ilícitos es la 
intangibilidad sexual, expresada en lo que el Estado pretende proteger para el normal 
desarrollo de la sexualidad. Es importante señalar que, por más que el menor manifieste 
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consentimiento, cuando afecta su indemnidad sexual o intangibilidad, carece de validez, 
ya que ellos no gozan de la capacidad para consentir este tipo de actos. 
Respecto de los objetos empleados se debe entender que estos son inertes y en cuanto a 
las partes del cuerpo puede hablarse de la introducción de los dedos para penetrar a la 
víctima.  
Es menester hacer mención que en este delito se puede producir la figura de error de tipo 
que se entiende de dos maneras: cuando el agente, actuando con las previsiones necesarias 
se hubiera dado cuenta del error, ello eliminaría la voluntad deliberada de realizar el ilícito 
pero se mantendría la culpa, siendo sancionado por delito culposo (error vencible), o 
aunque haya actuado con las previsiones del caso, y aun así no se hubiera dado cuenta del 
error, este supuesto se descarta tanto el dolo como la culpa (error invencible).  
Artículo 176°-A del Código Penal- Actos contrarios al pudor en menores de 14 años 
El ilícito penal se ejecuta cuando el sujeto, que no tiene como fin tener acceso carnal 
según lo estipulado en el artículo 170°, efectúa sobre un menor de catorce años o exige a 
este realizar sobre sí mismo o sobre un tercero, tocamientos indebidos en sus partes 
íntimas o actos libidinosos contrarios al pudor será sancionado según lo estipulado en el 
artículo 176°-A.  
Los actos contra el pudor pueden manifestarse en tres maneras: Primero, cuando se obliga 
a la víctima (menor de edad) realizar tocamientos indebidos o actos libidinosos en sus 
partes íntimas, segundo, cuando el agente obligue a la víctima (menor de edad) a realizar 
tocamientos o actos libidinosos sobre su cuerpo (del autor del delito), y tercero cuando el 
agente obligue a la víctima (menor de edad) a realizar tocamientos o actos libidinosos 
sobre un tercero. Es claro, que este acto ilícito será más gravoso cuando existiese algún 
tipo de vínculo entre la víctima y el victimario. 
Artículo 179° del Código Penal- Favorecimiento a la prostitución.  
Aquel sujeto que incita, estimule y favorece la prostitución será sancionado de acuerdo a 
los estipulado en el presente artículo, esto es, pena privativa de libertad no menor de 4 ni 
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mayor de 6 años. Asimismo, la pena no será menor de 5 ni mayor de 12 años en los 
siguientes casos: 
1. El sujeto pasivo (victima) es menor de edad. 
2. Es sujeto activo usa la violencia, engaño, abuso de autoridad o cualquier conducta 
que busque intimidar a las víctimas.  
3. El sujeto pasivo es incapaz de discernir por cualquier motivo personal. 
4. Cuando el agente se aproveche de la condición de familiar, tutor, curador o tiene 
a la víctima bajo su mando o cuidado por cualquier causa […]. 
Dentro de las agravantes se tiene como víctima al menor de 18 años de edad a quien se 
encuentre privado de discernimiento. Debemos entender por discernimiento la capacidad 
por la cual podemos diferenciar las cosas o situaciones, lo que involucra tener el criterio 
para conocer y aceptar las consecuencias de las cosas. 
Tipicidad objetiva. - El agente que realiza el acto delictivo puede ser cualquier persona 
sin que importe el sexo. La víctima puede ser cualquiera, sin embargo, en el primer inciso 
nos habla de menor de 18 años por lo que la víctima necesariamente sería un menor de 
edad. 
Artículo 181° del Código Penal- Proxenetismo. 
El hecho delictivo se configura cuando el agente compromete a la víctima, seduce o 
sustrae a esta con el objeto de entregarla a un tercero para que tengan relaciones sexuales; 
este hecho se sanciona con pena privativa de libertad no menor de 3 ni mayor de 6 años. 
Consecuentemente, la norma señala que la pena no será menor de 6 ni mayor de 12 cuando 
concurran ciertas supuestos o hechos, dentro de las cuales está la siguiente: 
1. Que la víctima sea menor de edad, esto es, que aún no haya cumplido los 18 
años. […]. 
Este artículo sanciona a quien compromete, es decir, a quien logra que la víctima asuma 
el compromiso; quien seduce, es decir, a quien persuade con engañes, y a quien sustrae, 
esto significa que el agente extrae a la víctima del lugar donde domicilia, con el propósito 
de ceder a la víctima (sujeto pasivo) a otra persona para que tenga acceso carnal.  
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Tipicidad objetivo. – El agente puede ser hombre o mujer, cualquier individuo; la victima 
de igual manera, sin embargo, como el artículo anterior (179°), en su primer inciso habla 
de menor de 18 años, por lo que, en este supuesto, la víctima es el menor. 
Tipicidad subjetiva. - Existe, obviamente el dolo ya que el victimario realiza la acción de 
entregar a la víctima a otra persona con la finalidad de tener acceso carnal. 
Artículo 181°-A del Código Penal- Explotación sexual comercial infantil y adolescente 
en ámbito del turismo. 
Quien incita, ayuda, publicita o facilita el turismo sexual, a través de cualquier medio de 
difusión, sea textual, visual o vía electrónica, entre muchos otros, con el objeto de 
prometer el acceso carnal de carácter comercial, de personas en las que encuentren 
menores de edad, será sancionado con pena privativa de libertad no menor de dos ni 
mayor de seis años […]. 
Sin embargo, si la victima tuviere menos de 14 años, aquella persona sería sancionada 
con pena privativa de la libertad no menor de 6 ni mayor de 8 años […]. 
Se expidió la Ley 30233 en el 2015, el cual modificó el inciso H del artículo 75 del Código 
de Niños y Adolescentes, comprendiendo los casos de suspensión, no solo los 
mencionados por la Ley 29194, sino otros como el feminicidio, infanticidio, exposición 
o abandono peligroso, instigación o participación en pandillaje pernicioso, trata de 
personas, trata agravada de personas, violación de persona en incapacidad de resistencia 
y violación sexual de menor de edad, y según el Decreto Ley 25475, se suspende para 
aquellos delitos relacionados con el terrorismo. 
De igual modo, dicha ley recae en la vulneración a la presunción de inocencia pues, se le 
retira el ejercicio de la patria potestad por la sola apertura de proceso penal, pues el 
legislador reiterativamente, da entrada a que en un conflicto de intereses estas 





PATRIA DE POTESTAD 
Concepto  
Aguilar, (2013), manifiesta que la patria potestad proviene del latín patria que refiere al 
pater familia y el termino potestad que alude un poder unitario del páter familias sobre 
los hijos; el termino potestad manifiesta dominio, facultad o poder sobre una cosa, por el 
cual se puede deducir que dicha denominación incorpora parcialmente su verdadero 
concepto (p. 309). 
Por su parte Varsi, (2012), menciona que la patria potestad es un típico derecho subjetivo 
familiar mediante el cual la ley reconoce a los padres un conjunto de derechos y deberes 
para la defensa y cuidado de la persona y patrimonio de sus hijos y que permanece hasta 
que estos adquieran plena capacidad (p. 294). 
Lo anterior tiene relación con lo establecido en el Código Civil debido a que la norma 
explícitamente reconoce este derecho y lo confiere a los progenitores, asimismo detalla 
lo que este derecho contiene además de ello se estipula los límites de este derecho, o 
causas que la extinguen. 
De igual manera, Aguilar, (2008, p. 305), nos manifiesta que la patria potestad es una 
institución jurídica del derecho de familia que comprende un aglomerado de derechos y 
deberes recíprocos entre padre-hijo, ello con la finalidad de lograr el pleno desarrollo de 
estos y la realización de aquellos. 
El concepto dado por Aguilar guarda relación con lo mencionado por el autor que 
antecede definiéndolo como institución jurídica que efectivamente contiene 
intrínsecamente los derechos y deberes que todo progenitor tiene a su disposición debido 
a que este derecho así lo confiere, sin embargo, esta nueva definición nos manifiesta algo 
más, el cual es la finalidad o razón de ser de esta institución, esto es lograr el pleno 
desarrollo de los menores. 
Aunado a ello, Peralta, (2008), asevera que la institución jurídica de patria potestad 
engloba un cúmulo de facultades en el que manifiesta la potestad otorgada a los padres 
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sobre los hijos, esto es resguardar, enseñar y educar, en consideración por a la inmadurez 
e incapacidad para obrar (p. 523). 
Sin embargo, se debe tener en cuenta que dicha institución no solo cubre necesidades 
jurídicas, sino que también, aspectos personales y patrimoniales. Por lo que se le define 
como un poder global de los padres sobre los hijos. Vale decir, que la patria de potestad 
es el derecho que la legislación concede a los padres sobre los hijos menores o no 
emancipados para proveer su asistencia integral (Garcia, 2013, p.13). 
En consecuencia, se considera que la patria potestad que está incluida en el Derecho de 
Familia, es una institución jurídica importante ya que comprende un cumulo de atributos 
y responsabilidades que incumben a los progenitores para custodiar a la persona y bienes 
de sus menores hijos.  Esta institución favorece y resguarda particularmente los derechos 
de los hijos desde la concepción hasta la adolescencia, basándose en el principio superior 
del niño para lograr el desarrollo integral de estos.  
Finalmente, de acuerdo al criterio jurisprudencial recaída en el Expediente N° 1844-97 
en el considerando primero, la patria potestad es el deber y derecho que tienen los padres 
de cuidar de la persona y bienes de sus hijos menores, esta, no puede ser materia de 
convenio, acuerdo o renuncia, por no constituir su ejercicio, acto de disposición de los 
padres; asimismo, esta institución no debe confundirse con la tenencia, siendo que la 
ultima es un atributo de la patria potestad, siendo que esta si puede ser materia de acuerdo 
sin embargo no tiene carácter definitivo, siendo variable ya que depende a lo que sea más 
conveniente al niño o adolescente (Canales, 2014, p. 11). 
A mayor abundamiento, teniendo como base lo mencionado por Peralta, quien nos 
menciona que las facultades que se le confiere a los padres están dadas debido a la 
incapacidad de los hijos menores, se concluye que la patria potestad es una institución 
orientada a resguardar los derechos de los hijos menores, quienes son vulnerables y 
demandan del cuidado y atención de sus padres por lo tanto requieren ser alimentados, 
educados, orientados y representados por sus progenitores. 
Continuando con el desarrollo de los conceptos mencionados en la Ley 29194, se debe 
describir los derechos y deberes que engloba la paria potestad, las características de la 
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misma y hacer una breve diferencia entre titularidad y ejercicio del derecho que supone 
la patria potestad, por ello se pasa explicarlos de la siguiente manera: 
Deberes y derechos de los padres 
 
Tal como lo detallan los diferentes autores, la patria potestad engloba un cumulo de 
derechos y deberes el cual se ha estipulado tanto en orden personal como patrimonial, y 
es el Código Civil en su artículo 423° que detalla lo siguiente: 
1.  Proveer el sostenimiento y educación de los hijos 
2. Ayudar en el proceso educativo y su capacitación para el trabajo 
3. Corregir moderadamente 
4. Aprovechar de los servicios de sus hijos atendiendo su edad y condición y sin que 
ello afecte su educación 
5. Tener a los hijos en su compañía 
6. Pueden representarlos en las decisiones de la vida civil.  
De lo dicho con anterioridad, esta institución jurídica guarda un cumulo de facultades y/o 
responsabilidades que ha de seguir los progenitores con la finalidad de resguardar y 
amparar los derechos de los menores. Siendo necesario para su subsistencia que se provea 
una alimentación adecuada, entendiéndose por alimento aquello que es necesario para el 
desarrollo integral de mismo, esto es, vestido, habitación, educación, instrucción y demás. 
Asimismo, en el segundo apartado del artículo mencionado, sobresale lo importante que 
tiene el desarrollo de los hijos conforme sus aptitudes y/o habilidades. 
Por otro lado, el legislador se ha visto en la imperiosa necesidad de estipular que el 
progenitor tiene el derecho de corregir a los menores ello con la finalidad de poder 
instruirlos y ayudarlos en su desarrollo todo ello, sin la necesidad de recurrir a castigos 
severos que afecten la integridad física y psicológica del menor. 
De igual manera, como se ha mencionado, el Código de Niños y Adolescentes, estipula 
una serie de derechos y deberes de los padres, encontrándose inmersos en el artículo 74° 
y teniendo relación directo con lo siguiente: 




- Proporcionar, a los hijos, lo necesario para su sostenimiento y educación; 
 
a) Ayudarlos en el proceso educativo y capacitación para el trabajo conforme a sus 
aptitudes y vocación; 
b) Los padres son ejemplo de vida para sus hijos por lo que es necesario darle buenos 
ejemplos de vida. 
c) Tenerlo en su compañía y recurrir a la autoridad si fuere necesario para 
recuperarlos, en el presente se habla de la tenencia; 
d) Los padres son representantes legales de los hijos, por lo cual estos toman 
decisiones por ellos en la vida civil siempre que no adquieran la mayoría de edad, 
es decir, que los representarán hasta que no tengan 18 años. 
e) Recibir ayuda de ellos atendiendo a su edad y condición y sin perjudicar su 
atención; 
Los derechos de orden patrimonial, estipulados en los incisos 7) y 8) del Artículo 423° 
del Código Civil están referidos a los derechos de administración y usufructo, en 
concordancia con los incisos h) e i) Artículo 74° del Código de Niños y Adolescentes, 
que prescriben lo siguiente, que los padres tienen el derecho-deber de disponer y 
usufructuar los bienes de los hijos si es que hubieran; y si se tratara de productos, ello se 
regirá según lo estipulado por el  artículo 1004° del Código Civil. 
Características de la Patria Potestad 
Esta institución tiene como base el estado de necesidad natural de los hijos, como un 
deber-derecho entre padre- hijo, donde surgen peculiaridades que se detallan a 
continuación: 
o Institución Jurídica inmersa en el Derecho de Familia, que se presenta entre 
personas relacionadas por razón de parentesco. 
o Deber-derecho concedido a los progenitores sobre los hijos. 
o Se manifiesta también los deberes de los hijos. 
o Institución de orden natural pues la ley del hombre no lo ha creado. 
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Adicionalmente, Peralta, (2008, p. 527), nos detalla una serie de características propias 
de la patria potestad: 
A. Es una institución jurídica. – Que se emplea prioritariamente para el 
resguarda y amparo de los menores por lo que, no es un simple derecho subjetivo 
sino un difícil y confuso aglomerado de obligaciones y atribuciones que recae 
sobre los padres.   
B. Obligatorio. - Sus normas son de carácter público y como tal de 
cumplimiento obligatorio dado que los padres poseen estos derechos y deberes 
que se derivan de la institución jurídica y es la ley quien lo priva o suspende. 
C. Intransmisible. -  Se trata de un derecho personalísimo, por lo tanto, no es 
posible la transmisión (en todo o parte). 
D. Irrenunciable. - No cabe la renuncia y su cesión implica el abandono o 
incumplimiento de deberes, el cual acarrea una grave responsabilidad que trae 
consigo sanciones penales. 
E. De carácter temporal. – Se debe hacer mención que este instituto tiene 
sentido siempre que exista la incapacidad de quien se va a cuidar. Es decir, que 
no es perpetua porque concluye cuando el hijo alcanza la mayoría de edad o 
cuando cesa la incapacidad, por matrimonio o por adquirir un título que lo autorice 
para ejercer una profesión u oficio. 
Asimismo, vale decir que esta institución es imprescriptible sin embargo puede decaer o 
extinguirse de acuerdo a lo estipulado. 
Titularidad y ejercicio de la patria potestad 
En principio, la titularidad de esta institución corresponde a ambos padres, es por ello que 
se le atribuye el aglomerado de derechos y obligaciones, que es el contenido de la patria 
potestad. 
El ejercicio constituye el poder de actuar específicamente en base al aglomerado de 
derechos y obligaciones (Bossert y Zannoni, 2010, p. 556). 
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Es decir, el ejercicio supone el ámbito de actuación, delimitados por la ley, que permiten 
a uno u otro titular, el desarrollar el conjunto de facultades que la titularidad reconoce 
(Zannoni, 2006, p. 731). 
En cuanto a los tipos de restricciones en la patria potestad, de acuerdo al Código Civil 
tenemos los siguientes: Extinción, pérdida, privación y suspensión de patria potestad. Sin 
embargo, en el Código de Niños y Adolescentes se hallan las siguientes: Suspensión y 
extinción o pérdida. Teniendo en cuenta lo expuesto, se pasa a detallar. 
La extinción de la patria de potestad opera cuando ya no es necesaria el resguardo o 
protección hacia el hijo, ello por razones obvias, de modo que efectos son irreversibles. 
El código civil manifiesta que da lugar a la extinción, la muerte de los padres o hijos, por 
el cese de la incapacidad del hijo, ya sea por matrimonio, por obtener título profesional 
que permita ejercer oficio u profesión, asimismo, por adquirir la mayoría de edad, según 
lo estipulado en el artículo 461°. 
La pérdida de la patria potestad se funda en un hecho de suma gravedad o en una 
inadecuada conducta paterna; las causas que dan lugar a la pérdida de esta institución son 
las siguientes: por condena a pena que la produzca o por abandono al hijo durante seis 
meses continuos o cuando la suma de la duración del abandono exceda el plazo, Artículo 
462° del Código Civil. 
La privación de la patria de potestad regulada en el Código Civil, es otra forma de 
terminación esta institución jurídica, que nace por la conducta inadecuada de los padres 
respecto del hijo, según lo estipulado en el artículo 463°; y, se constituye como una 
sanción legal, contra uno o ambos titulares de la patria potestad, por la conducta 
delictuosa. Dicho lo anterior, se debe hacer mención que los progenitores pueden ser 
privados por dar disposiciones o enseñanzas corruptas, por incitarlos a la mendicidad, 
corregirlos con castigos severos y no prestar alimentos. 
Respecto a la suspensión, se tiene que no es más que el cese temporal de la institución 
jurídica de patria potestad. Se dice que la suspensión de la patria de Potestad se trata de 
aquella situación en las cuales se confía la patria potestad al otro progenitor o a un tercero, 
pero no de manera definitiva. 
46 
 
Garcia (2013), manifiesta que la suspensión afecta solamente al ejercicio de la patria 
potestad mientras que las otras formas de cese, afectan la titularidad de la misma (p. 89). 
No obstante, la suspensión del ejercicio de la patria potestad no constituye un remedio 
preventivo ni una simple sanción hacia los padres, sino que busca suplir la imposibilidad 
sobreviniente de los padres de asumir las prerrogativas de la autoridad (Zannoni, 2006, p. 
843). 
Aunado a ello, Meza (2018), expresa que la suspensión de la patria potestad implica el 
desplazamiento del ejercicio de la patria potestad de uno de los padres o de los dos, y esto 
se da debido a las conductas equívocas que directa o indirectamente perjudican a los hijos 
(p.400). 
A breve término se puede decir, que la suspensión implica una situación temporal de 
ausencia del derecho de ejercer la patria de potestad, mientras que la extinción o perdida 
determinan el cese definitivo del derecho (Peralta, 2008, p. 551). 
Causales de suspensión de la Patria Potestad 
 
El Código Civil en el artículo 466° detalla que las causales de suspensión de esta 
institución jurídica son las siguientes: 
1. Interdicción declarada a uno o los progenitores, dicha interdicción ha de ser 
originada por alguna causa de naturaleza civil. 
2. Ausencia declarada a uno o los progenitores. 
3. El impedimento de hecho comprobado de uno o los progenitores. 
4. Y según lo estipulado en el Artículo 340°. (Separación por causal) 
Por su parte, el artículo 75° del Código de Niños y Adolescentes nos menciona los 
siguientes, pasando a detallar cada uno de ellos: 
a) Por interdicción del padre o la madre, originada en causas de naturaleza civil. -  se 
debe hacer mención que la suspensión en esa causal procede de forma inmediata, 
al emitirse la disposición judicial que declara la interdicción, no siendo necesario 
iniciar un proceso de suspensión dado que es termina siendo irracional que un 
incapaz (madre o padre) vele por otro incapaz (hijo).  
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b) Por ausencia judicial declarada. – De igual manera, basta la resolución judicial 
que declara la ausencia de uno o ambos progenitores. 
c) Dar órdenes, lecciones o ejemplos corruptos. – De esta institución jurídica se 
deriva que los progenitores deban instruir con su propia conducta, ejemplos de 
vida que ayuden al menor en su desarrollo integral formándolos y haciéndolos 
responsables. Pero si los progenitores hacen todo lo contrario a estos deberes de 
formación, el ejercicio de la patria potestad termina siendo perjudicial para el 
interés de los menores, entonces la patria potestad no cumple su finalidad por lo 
tanto debe tomarse una acción inmediata y esto es la suspensión de la patria de 
potestad. 
d) Consentir la ociosidad- inducirlos a la mendicidad. – Teniendo como facultad la 
tenencia del menor, es decir, la convivencia con el mismo, es indispensable que 
los progenitores lo realicen siendo que, si aun conociendo ello, los mismos no está 
pendiente de sus hijos, sino que por el contrario voluntaria y dolosamente permite 
la vagancia y dedica al menor a la mendicidad, entonces no está cumplimiento los 
deberes que impone la patria potestad por lo que hace urgente desplazarlo del 
ejercicio de la patria potestad. 
e) Por maltratarlos física o mentalmente. – Resulta absolutamente reprochable que 
las personas que están para resguardar, cuidar, asistir a los menores les infieran a 
estos maltratos, no solo físicos sino psicológicos; se observa en esta causal un 
desprecio al hijo, por lo que se ha considerado como causal de suspensión de esta 
institución familiar. 
f) Por negarse a prestarles alimentos. – Alimentos es todo aquello que es necesario 
para la subsistencia del menor. Resulta claro que, a aquellos padres que, aun 
teniendo los recursos, se niegan a prestar alimentos a los hijos, por lo que es lógico 
que este caso se proceda a la suspensión de la patria de potestad.  
g) Separación- divorcio- invalidez del matrimonio, conforme con los artículos 282° 
y 340° del Código Civil. – Cuando los padres ya no van a convivir es necesario 
que exista un pronunciamiento sobre la situación de los hijos, es por ello que 
cuando se produce la separación legal, divorcio u otros, la patria de potestad lo 




h) Por apertura de proceso penal en contra de uno o los progenitores por lo ilícitos 
estipulados en los artículos 173°, 173°-A, 176°-A, 179°, 181°, y 181°-A del 
Código Penal. -  Esta causal ha sido dispuesta por la Ley 29194, ley que se emitió 
el 24-01-2008. 
Ahora bien, la Ley 29194 ha sido modificada por la Ley 30323, comprendiendo en los 
supuestos de suspensión no solo los delitos mencionados, sino que lo hace extensivo a 
otros ilícitos penales o para cualquiera de los delitos establecidos en el Decreto Ley 25475 
que establece la penalidad para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la 
investigación, la instrucción y el juicio. 
Sobre el particular, inciso h) del artículo 75° del Código de Niños y Adolescentes, es una 
nueva causal incorporada por la ley 29194, causal que no hace más que vulnerar la 
presunción de inocencia, siendo que una vez dictado el auto de procesamiento puede 
suspenderse la patria potestad. 
 
JURISPRUDENCIA DE PATRIA POTESTAD- SUSPENSIÓN DE PATRIA 
POTESTAD 
Jurisprudencia Nacional  
La Corte Suprema de Justicia de la República Sala Civil Transitoria menciona respecto a 
definición de la Patria Potestad, en la Casación N°1252-2015 Tenencia y Custodia de 
Menor, 04 de mayo del 2016 que, “el artículo 418° del Código Civil define la patria 
potestad como el deber y derecho de los padres de cuidar a la persona y bienes de los 
hijos menores, lo que es distinto del derecho a la tenencia y custodia del menor”.  
De lo expuesto, se deduce que como la doctrina lo menciona, la tenencia y custodia del 
menor se encuentran dentro de la institución jurídica de la patria potestad, debido a que 
estos son potestades que se encuentran inmersos en la patria potestad, dado que la patria 
potestad se constituye como un poder global de los padres sobre los hijos. 
De igual manera, esta Corte Suprema en la Casación 1019-2015/Loreto- Abandono 
material y peligro moral, 01 de junio del 2016 manifiesta que,  “de las normas contenidas 
en los artículo 418° y 423° del Código Civil, concordantes con las disposiciones 
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contenidas en los artículo IX y X del Título Preliminar del Código de Niños y 
Adolescentes, la patria potestad se constituye como la figura base que tiene como 
finalidad el amparo, protección y resguardo del niño y adolescente, y es a falta de esta 
que entra a regir la figura supletoria de tutela, siendo que esta última se puede otorgar a 
los abuelos según lo establecido por la ley. 
Asimismo, de acuerdo al artículo IX del Título Preliminar y 74° del Código de Niños y 
Adolescentes, son deberes y derechos de los padres que ejercen la Patria Potestad: a) 
Velar por su desarrollo integral; b) Proveer su sostenimiento y educación; c) Dirigir su 
proceso educativo y capacitación para el trabajo conforme a su vocación y aptitudes, y 
otros. 
Del párrafo que antecede se aprecia que la Corte Suprema considera a la Patria potestad, 
tal como lo hace la doctrina, que esta es una institución esencial dentro del Derecho de 
Familia, debido a que ampara a los niños y adolescentes de los cuales se vela su libre 
desarrollo y así formar adultos “aptos” que puedan desarrollarse libremente según los 
parámetros de la sociedad. De otro lado, nos señala, tal como lo hace la norma, del cumulo 
de deberes y derechos que se confiere a los padres sobre los hijos. 
En la mayoría de casos, se confunde la patria potestad con la tenencia, sin embargo, en 
reiteradas oportunidades las autoridades competentes, así como la doctrina nos han 
detallado las diferencias entre estas; la patria potestad es una institución jurídica que 
recoge un conjunto de facultades dentro de las cuales se encuentra la tenencia. 
En cuanto a la suspensión de la Patria Potestad se pudo hallar la Casación 731-
2012/Lambayeque, 12 de noviembre del 2013 el cual menciona que, en la suspensión de 
patria potestad por negar a prestar alimentos, para sancionar a uno de los padres con tal 
suspensión debe preexistir un requerimiento al cumplimiento de dicha obligación 
alimentaria, esto es, que se haya aperturado un proceso de alimentos contra la persona 
que se niega a pesar dichos alimentos. 
De lo anterior, si bien, dicha causal no tiene relación directa con la causal de apertura de 
proceso penal, es necesario hacer mención debido a que, como ya se ha mencionado con 
anterior, existen diferentes causales para la suspensión de patria potestad, y no 
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necesariamente todas estas vulneran el derecho de presunción de inocencia. Por ello, es 
que se desarrolla la causal h) del Artículo 75 del Código de Niños y Adolescentes el cual 
fue dispuesto por el artículo 2 de la Ley 29194, debido a que está, si vulnera y transgrede 
la presunción de inocencia tal como se ha mencionado párrafos anteriores. 
Jurisprudencia Internacional  
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Forneron e Hija Vs Argentina. 
Sentencia de 27 de abril del 2012. 
Respecto a los derechos que conlleva la patria potestad, la Corte Interamericana ha 
señalado que, la Comisión Interamericana ha indicado que los niños tienen el derecho de 
vivir con su familia biológica y, el derecho de un padre o madre es de vivir junto a su hijo 
o hija por lo que esto es un elemento fundamental de la vida familiar por lo que las 
medidas internas que impidan ello constituyen una injerencia en el derecho protegido por 
el artículo 17° de la Convención […]. Asimismo, la Corte ya ha mencionado con 
anterioridad que el derecho de protección a la familia, está reconocido en el artículo 17° 
de la Convención Americana, esto conlleva, entre otras obligaciones, a amparar, del modo 
más amplio, en el progreso, la mejora y fortificación del núcleo familiar. 
Con la suspensión de patria potestad de alguna manera se perjudica y/o daña el núcleo 
familiar, recayendo este perjuicio en el progenitor suspendido y sobre el menor que se 
encuentra impedido de ver a su padre. De allí tenemos que, siendo la familia, núcleo de 
la sociedad como es que se dan situaciones donde se menosprecia esta, por lo tanto, el 
legislador no se puede amparar en presunciones, más aún teniendo precedentes de 
denuncias falsas también sobre este tipo de delitos y donde en varias ocasiones no se ha 
llegado a emitir sentencias condenatorias. 
Sentencia de Corte Suprema de Justicia (Pleno), Panamá. Caso Inconstitucional de 
la Corte Suprema de Justicia-Sala Tercera de lo contencioso administrativo y 
laboral, 17 de mayo de 1993. Ponente Dr. Carlos Lucas López T. 
Respecto a la patria potestad manifiesta que, a pesar de ser esta institución un derecho y 
deber personalísimo de los padres sobre los hijos y de estos para aquellos, no es absoluto 
debido a que este se puede perder por resolución judicial que declare inhábil al padre para 
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ejercerla; pero en este caso lo que esta acción discute no es el ejercicio de la patria 
potestad sino la guarda, crianza y educación de los menores, teniendo en cuenta el 
bienestar de los menores y al mejor interés de los mismos, de acuerdo al artículo 120° del 
Código Civil de Panamá. 
Tal como es en nuestra legislación, la patria potestad no es absoluta ya que puede perderse 
si recurren las causas que estipula el Código Civil, una de ellas es haber cumplido la 
mayoría de edad, entre otras. Asimismo, cualquier tema de discusión donde se dispute el 
derecho de los menores siempre se tendrá en consideración el mejor interés de este, de 
acuerdo al interés superior del niño. 
Sentencia de Corte Suprema de Justicia (Pleno), Panamá. Caso Inconstitucional de 
la Corte Suprema de Justicia-Sala Tercera de lo contencioso administrativo y 
laboral, 29 de mayo de 1996. Ponente Dr. Arturo Hoyos. 
Al respecto, esta Corte manifiesta que la Patria potestad o relación parental que ha de 
ejercer la padre y madre conjuntamente sobre los hijos guarda relación con una serie de 
deberes y derechos que tiene por finalidad velar por la vida y salud de los hijos, tenerlos 
en su compañía, suplir necesidades, formarlos, educarlos, así como también, administrar 
sus bienes y representarlos. Asimismo, hace mención que estos derechos y deberes se 
ejercen aun cuando uno o ambos padres se encuentren sujetos a limitación de 
comunicación o visita debido a que eso impone un beneficio al menor. 
El párrafo que antecede guarda relación con lo estipulado en nuestro Código Civil, ya 
que, de igual modo, este recoge ciertos deberes y derechos que recae sobre los 
progenitores con la finalidad de velar y proteger a los menores, para el desenvolvimiento 







Figura 2. Patria Potestad 
 
 








MARCO HISTÓRICO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
Normativa legal internacional 
Teniendo en cuenta la importancia de la normativa internacional, vinculante y referencial 
se pasa a desarrollar los siguientes tratados o convenios internaciones que abarca todo el 
plano de protección y atención jurídica que debe recibir el derecho de presunción de 
inocencia que poseen todas personas que son acusadas de la comisión de un delito. 
La presunción de inocencia se constituye un derecho que ha ido evolucionando con el 
pasar del tiempo, se dice que se hablaba de ella en la Antigua Roma, cuando el Jurista 
Ulpiano sostuvo: “nadie debe ser condenado por presunciones, siendo mejor que quede 
impune el acto ilícito a que se castigue a un inocente”.  
Asimismo, Bacigalupo, señala que el marqués de Beccaria sostenía, “parece que las 
normas o el juez tuvieran interés en probar el delito y no en la búsqueda de la verdad, 
como si no tuvieran temor de condenar al inocente cuando la probabilidad de inocencia 
es mayor al delito”. Es de verse que, en aquella época, para ambos juristas, era importante 
reconocer la presunción de inocencia de las personas a quienes se le iniciaba un proceso, 
ello con la finalidad de evitar injusticias o arbitrariedades. 
La presunción de inocencia queda asentada en 1789, con la Declaración de los Derechos 
del Hombre y el Ciudadano como un principio esencial del proceso penal, bajo la base de 
impedir que los procesados fueran tratados como culpables del delito que se le acusa, 
considerando a este principio como la protección contra los excesos represivos de la 
práctica común. 
De esta manera, la Declaración Francesa de 1789 estipulo lo siguiente; 
Declaración de derechos humanos y el ciudadano 
Artículo 9° que, se debe considerar inocente a toda persona que no tiene la condición de 
culpable o sentenciado, siendo que, si se procede a juzgarlo, la detención arbitraria 
innecesaria debe ser severamente sancionado conforme a Ley.   
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Vale decir, que el inicio del precepto normativo tiene similitud, por no decir, que tiene el 
mismo orden de ideas con nuestra disposición actual. La segunda parte de la norma, hace 
referencia que, ante el abuso, al momento de arrestar a las personas innecesariamente, o 
sin fundamento, debe sancionarse conforme a ley. Por tanto, la declaración mencionada 
proyecta que tal presunción se funda como lineamiento a seguir en todo proceso. 
Convención Americana sobre Derechos Humanos  
Sobre el particular, el artículo 8 inciso 2° menciona que: Toda persona inculpada de un 
delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente 
su culpabilidad […]. 
La presente convención se reafirma en el fundamento de respetar los derechos inherentes-
esenciales de todo hombre, asimismo, obliga a los Estados partes a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en el mismo. 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
Artículo 14° inciso 2: Que todo individuo quien es acusado de un delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia siempre que no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
En el Pacto, cada uno de los Estados Partes se comprometen a respetar y garantizar a 
todos los individuos que se encuentren dentro del territorio y sujetos a su jurisdicción, los 
derechos reconocidos en el mismo, sin distinción alguna. Asimismo, se comprometen a 
adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el Pacto. 
Declaración Universal de Derechos Humanos 
Artículo 11° contempla también que: Todo ser humano quien es acusado de un hecho 
delictivo, tiene el derecho a que se considere su inocencia, esta presunción se mantiene 
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en audiencia pública donde se 
haya asegurado todas las garantías necesarias para su defensa […]. 
Es claro, que la norma nos dice que la culpabilidad debe declararse o demostrarse en el 
desarrollo de un debido proceso.  
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Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
En relación a la presunción de inocencia, estipula en su artículo XXVI que, “se presume 
que el investigado es inocente mientras que no se pruebe la culpabilidad” 
De lo expuesto, se deduce que toda persona acusada de la comisión de un hecho delictivo 
tiene derecho a ser oída, a un trato imparcial, a un juicio público, a la designación, del 
magistrado que lo va a juzgar, con anterioridad, de acuerdo con leyes preexistentes, a que 
no se le imponga penas inhumanas e infames.   
Rubio, Eguiguren y Bernales (2010), los derechos que menciona la citada declaración, se 
encuentran debidamente protegidos por la misma, más aún, que la condena sea por un 
órgano jurisdiccional (p. 712). 
Por ello, la presunción de inocencia establece que quien alega un hecho agraviante al 
derecho, lo pruebe, y otorga, además, al inculpado, el derecho a que pruebe su inocencia 
si así lo considera.  Dado que, tal presunción se constituye como la garantía máxima y 
esencial del sometido (investigado), además una de las principales bases en el proceso 
penal, que permite conservar la condición de “no autor” mientras no exista sentencia. 
Normativa Legal Nacional 
Constitución Política del Perú 
En cuanto a nuestra normativa, se debe considerar, en primer lugar, a la Constitución 
debido que esta es nuestra norma máxima, ley de ley y es a partir de sus disposiciones 
que parten las diferentes normas. 
Antes de mencionar nuestra Constitución de 1993, es menester mencionar a aquellas 
Constituciones que estipulaban lo referido a la presunción de inocencia con anterioridad. 
En ese sentido, tenemos que, a través de nuestra historia, el Perú ha recogido la presunción 
de inocencia en solo tres Constituciones. Es así que en el artículo 164° de la Constitución 
de 1828 detalló que: “Todo ciudadano tiene el derecho a conservar su buen nombre 
(reputación) mientras no se les declare delincuente conforme a las leyes”. 
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Es en ese entonces, que la realidad peruana tenía la necesidad de adoptar esta presunción 
de inocencia y estos fueron los primeros recaudos del derecho que toda persona goza. 
Seguidamente, la Constitución de 1834 señala que: cualquier persona el derecho de 
conservar su buena reputación, sin otra diferencia que la de sus talentos y virtudes 
(artículo 160°). 
Por otro lado, la Constitución de 1839, recoge lo postulado por la Constitución de 1828 
manteniendo el siguiente texto: todo ciudadano tiene derecho a conservar su buena 
reputación, mientras no se les declare delincuente conforme a las leyes (artículo 166°). 
Conceptos un poco alejados de lo estipulado pero que aún mantiene esa intención de 
considerar inocente a la persona que está siendo procesada. 
Por tanto, la Constitución de 1979 y 1993 han recogido este derecho idénticamente, 
estipulando que “Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad” (Rubio, Eguiguren y Bernales, 2010, p.712). 
En este sentido se evidencia que la Constitución, de diferentes formas, hace referencia 
explícitamente al derecho de presunción de inocencia como uno de todos los derechos 
fundamentales, por tanto, está obligada a respetarlo y protegerlo. 
Nuevo Código Procesal Penal 
Al respecto, la presunción de inocencia se encuentra inmersa en el artículo II del Título 
Preliminar del NCPP, el cual estipula que toda persona imputada de la comisión de un 
hecho punible es considerada inocente por lo tanto debe ser tratada y considerada como 
tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya declarada su responsabilidad mediante 
sentencia firme debidamente motivada. Para tal efecto se requiere de una suficiente 
actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada con las debidas garantías procesales.  
La presunción de inocencia es la máxima garantía constitucional y procesal del imputado, 
este derecho implica el tratamiento del imputado en el proceso penal, el cual es 
considerado inocente hasta que las pruebas demuestren lo contrario, por tanto, las pruebas 
cumplen un rol determinante para que el Juez emita una sentencia condenatoria o lo 
absuelva de todos los hechos que se le imputa. Tal es la garantía que esta disposición 
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establece que antes de la sentencia, ningún funcionario o autoridad pública puede 
presentar a una persona como culpable o brindar información mientras no haya sido 
condenado. 
Aunado a lo expuesto, el Nuevo Código Procesal Penal brinda protección a los derechos 
y garantías fundamentales de modo que expresa un reconocimiento a los derechos del 
imputado según el Artículo 71°, los cuales deben ser observados por la Policía Nacional, 
el Ministerio Publico y tutelados por el juez de la Investigación preparatoria. 
 
MARCO HISTÓRICO DE PATRIA POTESTAD 
Como se ha explicado con anterioridad, la institución jurídica de la patria potestad tiene 
como característica que, es de orden natural, es decir, no ha sido creada por el derecho, 
por lo tanto, se puede afirmar que esta existe desde que existe la familia, por ello se pasará 
a realizar un breve recorrido histórico de esta institución. 
- En la Sociedad Romana 
Según Aguilar (2013, pp. 307-308), manifiesta que, la falta de solidez en la organización 
estatal, convirtieron a la familia en un organismo vital para el imperio, actuando como 
jefe el pater familia, quien ostentaba poderes absolutos de orden político, judicial y 
religioso. Se aduce que la formación social de la familia romana era distinta de la 
organización social doméstica de la familia actual. 
Dentro de las características de la familia romana, se encuentra el sometimiento de los 
miembros de la misma en una sola autoridad, es decir, el pater familia quien era el jefe o 
soberado de dicho grupo familiar. Seguidamente, se tiene que este poder que ostentaba el 
pater familia era un poder ilimitado que se extendía solo en interés del pater como 
autoridad, poder sobre los hijos, pero sin deberes debido a que este no está sujeto a la 
autoridad de nadie mientras que los hijos o familia dependían de él. En principio la patria 
potestad romana era perpetua siendo que la mayoría de edad del hijo no pone fin al mismo, 
sin embargo, se desarrollaban sucesos que si la extinguían tales como: la muerte del pater, 




El poder absoluto del pater familia queda ilustrado con los siguientes derechos que se 
muestran a continuación: derecho a exponer y vender a los hijos, derecho a entregar a los 
hijos en noxa a la víctima del delito por ellos cometido como resarcimiento del daño 
causado, derecho a designarles tutor mediante testamento, derecho a oponerse a que sus 
hijos contraigan matrimonio y derecho a elegir esposas a sus hijos. 
- Derecho Germánico  
A diferencia de la patria potestad en roma, el sistema germánico concebía la patria 
potestad como un sistema de protección al hijo y a la familia siendo que esta no era 
perpetua ya que se extinguía a determinada edad.  
Daniel Hugo D’ de Antonio citado por Aguilar (2013), refiere que, en esta institución 
jurídica de patria potestad en el derecho germánico, se concebía tanto los derechos y 
deberes orientados hacia la protección del grupo familiar. 
 De lo dicho es notoria la diferencia entre el derecho germánico y roma, ya que esta última 
concebía al pater familia un pater ilimitado el cual contenía simplemente derechos y no 
deberes mientras que, en el derecho germánico, la patria potestad confiere tanto derechos 
y deberes sobre el grupo familiar. 
- Derecho Español 
La idea de patria potestad en el derecho español se recogió tal como se concibió en la 
época imperial romana, sin embargo, el fuero real no concibió el poder paterno como 
ilimitado y perpetuo sino por el contrario prohibió la venta y donación de los hijos bajo 
pena de nulidad.  
Aguilar (2013, p. 311), menciona que en las partidas (1256-1265), la patria potestad no 
fue concebida como un derecho ilimitado del padre, sino que esta tenia ciertas 
limitaciones como, por ejemplo, el poder vender o empeñar al hijo sin embargo esto tenia 
excepciones, es decir, ello si procedía si se trataba de evitar que el hijo o el padre mueran 
de hambre o pobreza, por lo tanto, se podía socorrer al hijo de ese modo siempre y cuando 
no exista otro. A pasar el tiempo, la finalidad de la patria potestad fue establecida como 
beneficio y protección hacia los hijos. 
59 
 
Claramente, en el transcurso del tiempo la institución de la patria potestad ha ido 
evolucionando de un poder ilimitado donde solo se conferían poderes a un poder donde 
existen tanto derechos y deberes y que además de ello, tiene como finalidad el beneficio 
y protección del hijo. 
- Derecho Peruano 
Al hablar de nuestro país, vamos a referirnos específicamente a hacer mención a los 
Códigos Civiles. 
El código civil de 1852, que fue emitido en el gobierno de Don José Rufino y Echenique, 
regula la institución jurídica de patria potestad, el cual menciona en el título VI título De 
la Patria Potestad artículo 284° que, la patria potestad es la autoridad que las leyes 
reconocen en los padres sobre la persona y bienes de sus hijos.  
El artículo 286° nos habla de patria potestad de la madre el cual detalla que esta se 
extiende sobre todos sus hijos ilegítimos.  
Sin embargo, tal Código Civil no estipula suspensión de patria potestad, sino que, hace 
mención de las causales que dan lugar a la extinción y pérdida de la misma en los artículos 
288° y 291°, siendo una de las causales de perdida el estar condenado a penas que 
produzcan tal efecto, conforme el código penal. 
Por otro lado, el Código Civil de 1936 en su Título VI de la Patria Potestad estipula en su 
artículo 391° que la patria potestad lo ejerce el padre y la madre, durante el matrimonio y 
en caso surge alguna disconformidad deberá prevalecer la opinión del padre.  
Tal artículo ya disponía ciertamente el ejercicio de la patria potestad de ambos padres 
durante el matrimonio y en caso de disentimiento dirimía el padre como jefe de familia. 
Por otro lado, en caso de suspensión de la patria potestad, este Código recoge ciertas 
causales que dan lugar a la misma, tales como, suspensión por incapacidad o por ausencia 
de los padres, judicialmente declarada; por la interdicción civil; cuando se compruebe que 
los padres se hallan impedidos de hecho para ejercerla; y en el caso de lo señalado en el 
artículo 255° el cual establecía que los hijos se confiarán al cónyuge que obtuvo el 
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divorcio a no ser que el juez determine que se encargue a todos o de alguno de los 
cónyuges o una tercera persona. 
Seguidamente el Código Civil de 1984 el cual, de igual manera, manifiesta en su artículo 
418° que, por la patria potestad los padres tienen el deber de cuidar a la persona y bienes 
de sus hijos. Asimismo, el artículo siguiente, que la patria potestad lo ejerce 
conjuntamente el padre y la madre durante el matrimonio correspondiendo a ambos su 
representación legal del hijo.  
En cuanto a la suspensión de patria potestad dispuesto por el artículo 466° en el Código 
Civil de 1984 y lo dispuesto por el Código de Niños y Adolescentes, ambos han sido 
desarrollados ampliamente párrafos más arriba por lo que ahora nos compete desarrollar 
el marco filosófico de los términos que nos competen. 
 
MARCO FILOSÓFICO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
Al respecto, Sosa (2010), hace mención que en sus orígenes la inocencia se tomó como 
un estado de pureza; afirmándose que al nacer las personas llegaban al mundo como 
inocentes y esa inocencia subsiste hasta la muerte. La sentencia judicia la única manera 
que puede variar el estado de inocencia, dicha aplicación del proceso penal se manifiesta 
con igual intensidad. Es por eso que cuando el juez absuelve, se expresa y confirma la 
inocencia (p. 132). 
Respecto al tema, Martínez manifiesta que a diario los seres humanos exigimos que se 
nos considere seres carentes de maldad o seres incapaces de ejecutar actos que 
perjudiquen a los demás, por tanto, con la mínima capacidad para convivir en armonía 
con la sociedad. En relación a ello, las personas han experimentado que lo más adecuado 
para lograr la armonía es creer en otros, de este modo, pensar que los demás miembros 
de la sociedad son personas que comparten los mismos valores, principio y la misma idea 
de respeto. En una sociedad bien constituida se encuentran los principios que preserva el 
uso de la razón y la cordura que lo integran, estos principios son tan necesarios que los 
individuos lo tienen como referencia obligatoria; por estos principios se entienden que 
hay principios sociales y la conveniencia de aquellos, se puede afirmar que la inocencia 
y la presunción de la misma es uno de los principios de elevada jerarquía y por tanto, su 
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influencia va más allá de lo jurídico pues su fundamento se encuentra relacionada 
directamente con la dignidad humana y el respeto de la misma. 
Desde una perspectiva jurisnaturalista indicaríamos que todos tenemos, entre otros 
derechos inherentes a la condición humana, el de lograr un mínimo de respeto a la 
dignidad y parte esencial de ese respeto es que se presuma la inocencia. De esta manera 
la presunción de inocencia se puede advertir que la presunción de inocencia es un 
componente esencial que permite señalar con mayor claridad que la inocencia es en 
sustancia aptitud, aptitud de las personas para vivir aceptablemente en la Sociedad. Por 
ello, esté principio refleja una expresión de confianza; inocencia y confianza componen 
elementos que se retroalimentan: a mayor inocencia, mayor confianza. 
Vale decir, que este principio de presunción de inocencia no es un derecho más de los 
derechos fundamentales insertos en la Constitución, sino que esté es más importante ya 
que se comporta como presupuesto de ciertos derechos y garantías (Martínez, p.229). 
 
MARCO FILOSÓFICO DE PATRIA POTESTAD 
Al respecto, el Novísimo tratado completo de Filosofía del Derecho o Derecho Natural 
(1874), hace mención que la filosofía se ha apoderado de la institución jurídica de patria 
potestad, para analizar y buscar su origen y fundamento. Unos, respecto a aquellos de los 
seres humanos de los cuales el hombre ha recibido la existencia. Otros, en el sentido del 
consentimiento tácito del hijo. Hay algunos, respecto el nacido en la casa paterna, como 
miembro de la familia, propiedad del padre. Mientras otros, en que el hijo es parte del 
cuerpo de su madre y por lo tanto propiedad de esta. Tales teorías, no explican porque el 
hijo está sometido al padre y no a la madre; tampoco enseñan porque este poder se ejecuta 
por años. 
Seguidamente, el tratado manifiesta que la patria potestad debe distinguirse con tres 
elementos: 1) La afección puramente moral que debe unir al hijo con sus padres. 2) El 
poder, la potestad del progenitor sobre los menores. 3) Obligaciones mutuas que surgen 
de la institución. 
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Finalmente detalla que, el ser humano se procrea en el núcleo de una familia por lo que 
se encuentra destinado a vivir a lo largo del tiempo en el seno de la misma, debido a que 
su niñez es larga y prolongada. El desarrollo del ser humano comienza de una manera 
puramente material, movido de instintos y necesidades, pero ni estos instintos y/o 
necesidades pueden cubrirlos por sí solos, debido a que por su inmadurez pueden valerse 
por sí mismos (pp. 656-656). 
Ciertamente la filosofía, busca estudiar el derecho o el objeto en todas sus dimensiones, 
siendo que, analiza el derecho en su totalidad es por ello que existen tantas teorías como 
las mencionadas en el párrafo primero que antecede; la filosofía supone un estudio del 
ser humano, y el ser del derecho, por lo que trata de obtener un acceso mediante el 
conocimiento profundo de todo cuanto hay. La patria potestad no es un concepto aparte 
sino que también ha sido analizado por la filosofía tal como lo detalla el tratado que 
antecede; se  está de acuerdo que el ser humano nace en una familia por lo que esta, tendrá 
que velar por el mismo durante toda su etapa de pleno desarrollo, es por eso que se dice 
que, la patria potestad se confiere a los padres sobre los hijos, debido a que los mismos 
velan por los menores durante una cierta etapa hasta que cumplan la mayoría de edad o 
puedan velarse por sí mismos. 
Por otra parte, Gambra (1970), en su libro Curso elemental de la Filosofía manifiesta que, 
la familia es la primera forma de sociabilidad debido a que el instinto genético y el de 
paternidad son los impulsos más fuertes que uncen a los seres humanos siendo que, de 
esta manera se constituye la institución familiar. Es de este razonamiento que deriva la 
definición “la familia es célula de la sociedad”, siendo que no se puede hablar de una 
sociedad sin familias. 
Del párrafo que antecede, se puede concluir que la familiar es la base de la sociedad donde 
se constituye el desarrollo de la personalidad de sus miembros, los cuales están unidos 
por vínculos de parentesco o de su calidad de cónyuges. De aquí de deriva la 
responsabilidad que tiene la familia sobre la sociedad debido a que esta constituye la base 
para el desarrollo y el progreso de la sociedad. 
Después de haber descrito las teorías relacionadas, jurisprudencia nacional e internacional 
sobre la presunción de inocencia, la patria potestad y la suspensión de la misma; la 
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legislación nacional e internacional que protegen la presunción de inocencia, patria 
potestad y causales de suspensión; teorías que aportan indubitablemente en esta 
investigación  ya que nos ayudan a resolver y llegar a nuestros objetivos planteados, se 
pasará a desarrollar los conceptos que se derivan de la Ley 20194 así como conceptos los 
cuales resultan relevantes en esta investigación, tales como, los delitos que menciona la 
Ley 29194, las palabras claves que se estipulan en la misma, pero también aquellos 
conceptos que nos competen ya que derivan de lo estipulado por la misma Ley. 
Continuando con el desarrollo de las teorías que nos compete, es menester precisar que 
el Tribunal Constitucional ha manifestado, reiterativamente, que el fundamento del 
derecho de presunción de inocencia se halla tanto en el principio-derecho de dignidad 
humana como en el principio pro homine. Por tanto, se pasará a detallar estos derechos-
principios sin antes pasar a conceptualizar brevemente el significado de Derecho 
Humanos y Derechos Fundamentales. 
Después de haber descrito las teorías relacionadas, jurisprudencia nacional e internacional 
sobre la presunción de inocencia y patria potestad, la legislación nacional e internacional 
que protegen la presunción de inocencia y patria potestad, debido a que ello nos ayudará 
a resolver y llegar a nuestros objetivos planteados, se pasará a desarrollar los conceptos 
relacionados que nos competen. 
Conceptualización Derechos Humanos y Derechos Fundamentales 
Al respecto, Gómez et al. (2014), en el libro la “Filosofía del Derecho” manifiesta, que 
se puede conceptualizar a los derechos humanos como el aglomerado de criterios morales, 
con relevancia política, que el Legislador debe tener en cuenta para que la Constitución 
pueda ser considerada como justa y, cuyo fundamento sea moral. Y por derechos 
fundamentales, se puede entender como aquellos derechos humanos que han sido 
positivados en la norma fundamental, por tanto, su fundamento es jurídico-positivo. Estos 
últimos son la base en el ordenamiento jurídico. En consecuencia, solo aquellos derechos 
humanos que han sido positivados tienen la condición jurídica de verdaderos derechos 
protegidos procesalmente y que gozan de una especial protección procesal, son auténticos 
derechos fundamentales.  
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Por su parte, La oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas- Derechos 
Humanos, menciona que los derechos humanos son aquellos derechos inherentes a todos 
y cada uno de los seres humanos, sin distinción alguna de su nacionalidad, sexo, color, 
etc. Asimismo, precisa que estos derechos son universales que a menudo se encuentran 
contemplados y garantizados por la ley, a través de tratados, principios generales y otras 
fuentes del derecho internacional. 
Aunado a ello, la Organización Mundial de la Salud hace mención que los derechos 
humanos son garantías jurídicas universales que protegen a todos los seres humanos 
contra aquellas acciones que interfieran en sus libertades fundamentales y en la dignidad 
humana. 
En tanto a los derechos fundamentales, se tiene que aludir que son aquellos derechos 
humanos garantizados en un ordenamiento jurídico positivo, en la mayoría de los casos 
en la norma constitucional, por lo cual gozan de una tutela reforzada. En cambio, por 
derechos humanos se entiende como aquel conjunto de facultades que concretan las 
exigencias de la dignidad, libertad e igualdad humana (Fernández, 2011, p.97). 
Dignidad Humana 
La dignidad humana es la base fundamental de toda regulación; es una cualidad ineludible 
e inalienable de todo y cualquier ser humano. Esta es asegurada, resguardada y 
garantizada por cualquier ordenamiento nacional e internacional; siendo inherente a toda 
persona por naturaleza. 
Este derecho constitucional está presente en la mayoría de legislaciones ya que es un 
derecho reconocido a nivel supranacional en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, estipulado en el artículo primero, todos los seres humanos nacemos libres e 
iguales en dignidad y derechos. De igual manera, en el preámbulo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos afirma, que el reconocimiento de la dignidad es inherente 
a todos (…) se funda en la libertad, justicia y paz mundial, el reconocimiento de estos 
derechos se deriva de la dignidad.  
La dignidad humana se encuentra consagrada en nuestra Constitución de 1993 en el 
artículo 1° la cual señala que “la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad 
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son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. Por lo que, este artículo es el soporte 
estructural de nuestra Constitución. De esta forma la dignidad humana se proyecta como 
un principio de actuaciones positivas para el libre desarrollo del hombre. 
Es preciso mencionar, que la dignidad ha sido conceptualizada por diferentes autores por 
lo que no tiene un concepto único que define tal derecho, por ende, no existe un acuerdo 
pleno para definir siendo que posee un concepto jurídico abierto.  
 
Principio Pro Homine 
Es menester precisar, que el principio pro homine y la dignidad humana están 
íntimamente relacionados en la lucha por la afirmación de los derechos humanos. 
El Tribunal Constitucional en el expediente 2214-2014-PA/TC ha señalado que el 
principio pro homine, también denominado como regla de preferencia, establece que, en 
esencia, ante eventuales interpretaciones de una disposición, es imperioso para el Juez 
Constitucional, preferir la que conlleve a aun mejor y mayor amparo de los derechos, 
descartando otra que reduzca o limite su cabal y pleno juicio.  
Este principio es reconocido a nivel internacional por diversos tratados de las cuales el 
Perú forma parte, conllevando que este principio, al igual de muchos otros, pasen a formar 
parte de nuestro sistema constitucional. Por tanto, hablar del principio pro homine, 
implica hablar de un principio que se basa en la interpretación jurídica hermenéutica, la 
cual tiene por objeto el beneficio de todo ser humano, es decir, acudir a la regulación 
normativa más extensiva cuando se trata de protección de derechos, lo cual es una premisa 
lógica, ya que la norma busca proteger al individuo. 
En consecuencia, el principio pro homine debe ser entendido como la aplicación de la 
norma más favorable para la persona humana ya que busca la máxima protección de los 





Principio de Presunción de Inocencia 
La presunción inocencia que la Constitución estipula en el artículo 2 inciso24 literal e) es 
un derecho fundamental pero el mismo actúa también como un principio constitucional. 
El fundamento de este principio es el in dubio pro homine que está relacionado con la 
defensa de la persona humana y su dignidad que son el fin supremo de la sociedad y el 
Estado, según lo consagra la Constitución en su primer artículo, el cual constituye el eje 
de todo ordenamiento jurídico.  Como principio, la presunción de inocencia, es el 
fundamento de todo proceso penal del Estado Constitucional de Derecho debido a que de 
éste se derivan no solo los límites para el Legislador, sino que también constituye un 
elemento importante de interpretación.  
Por tanto, la presunción de inocencia actúa de dos maneras: como derecho fundamental 
inherente (subjetivo) y, como principio que contiene valores constitucionales; valores 
como la libre valoración de la prueba, la expedición de una sentencia condenatoria 
debidamente fundamentada y, la suficiente actividad probatoria para asegurar la 
existencia del hecho punible y la responsabilidad penal del acusado (Landa, 2012, p. 30). 
 
Apertura de proceso penal  
Al respecto, Gabriel (2015), en su artículo sobre la apertura de investigación preparatoria 
en el proceso penal de Chubut refiere que, la apertura de investigación, como 
formalización, es el acto evidente, formal, de informar a la contraparte (imputado y 
defensor), del Juez, e incluso de la víctima, de que se va a llevar adelante una 
investigación de la comisión de un acto ilícito, sindicando como presunto autor al 
imputado. 
Es decir, la apertura de investigación se define como el acto procesal mediante el cual el 
representante del Ministerio Publico (fiscal) formaliza el desarrollo de la recolección de 
evidencias necesarias para llevarlo a la instancia de juicio la investigación sobre el hecho 
ilícito. 
Por otro lado, Allessandro (2015), refiere que la instrucción se da inicio cuando el Juez 
Penal emite el auto de apertura de instrucción el cual determina el inicio del proceso 
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penal. La referida resolución determinará el comienzo del proceso y definirá quienes 
serán los procesados, cual es el delito imputado y se identifica a los agraviados. 
Finalmente, Barreto (2010), en la Revista Institucional N° 9 Tomo II de la Academia de 
la Magistratura del Perú precisa que una vez ejercida la acción penal por el representante 
del Ministerio Publico al formular la denuncia penal, corresponde al Juez Penal, efectuar 
el control de legalidad. Es decir que, para que proceda el procesamiento del imputado, se 
requiere autorización judicial, por lo que le corresponde evaluar si el impulso de la acción 
penal por el Ministerio Publico cumple los requisitos exigidos por el artículo 77 del 
Código de Procedimientos Penales. Estos requisitos deben concurrir para poder instaurar 
válidamente el proceso penal (p. 116). 
 
MARCO CONCEPTUAL 
Presunción de inocencia: Derecho que exige, a los que administran justicia, que se 
presuma la inocencia de aquel individuo quien es sometido a un proceso judicial, esto 
durará hasta que se pruebe lo contrario y se emita resolución judicial firme que declare 
su responsabilidad penal. 
Inocencia: Aquella condición que tiene aquel que está libre de culpa. 
Sentencia firme: Aquella decisión emitida por el órgano jurisdiccional en el cual no cabe 
interposición de ningún recurso ordinario o extraordinario.  
Patria Potestad: Institución jurídica que engloba un conjunto de derecho y deberes que 
se les otorga a los padres sobre la persona y bienes de sus hijos menores. 
Deber: Aquello que el hombre está obligado hacer respecto a los preceptos jurídicos, 
morales o religiosos. 
Derecho: Aquello que se le atribuye o confiere al hombre. Conjunto de normas de 
carácter general para regir una sociedad. 
Suspensión de patria potestad: Cese temporal en el ejercicio de la institución jurídica 




1.3 FORMULACION DEL PROBLEMA 
 
Problema General 
 ¿De qué manera la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194 vulnera el 
derecho constitucional de presunción de inocencia? 
Problemas Específicos  
 ¿Cómo se debería proteger el derecho de presunción de inocencia frente a la 
suspensión de patria potestad por la apertura de proceso penal? 
 ¿De qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal 
afecta la normativa constitucional vigente de la presunción de inocencia? 
 
1.4 JUSTIFICACIÓN DE ESTUDIO 
 
Justificación Teórica 
Este trabajo de investigación tiene como objeto describir cómo se puede llegar a vulnerar 
un derecho mientras que se protege otro, es decir, como se transgrede el derecho de 
presunción de inocencia teniendo como fundamento la protección del niño, niña y 
adolescente. 
De esta manera, esta investigación busca justificar su estructura recogiendo datos que 
ayuden al a reconocer los derechos, más aún el derecho que es objeto de estudio 
(presunción de inocencia) que encuentra su fundamento en los tratados internaciones y la 
legislación nacional, teniendo como base nuestra Constitución. 
Justificación Metodológica 
Es el modo de realizarse la estrategia de validación de conocimientos viables y confiables 
(Bernal, 2010, p. 107). 
La investigación que se ha realizado sobre la vulneración de la presunción de inocencia 
es una situación o hecho que puede ser investigada, es decir, ser objeto de estudio; y una 
vez que se demuestre su validez a través de diferentes instrumentos metodológicos podrá 




La presente investigación tiene justificación practica en el sentido de valorar alguna 
propuesta legislativa que permitirá que aquel progenitor a quien se le apertura proceso 
penal por algún delito que atente la indemnidad o libertad sexual, no sea suspendido en 
ese estado del proceso, sino que para la suspensión se necesite requisitos mínimos, como 
elementos de convicción graves y fundados. 
Relevancia 
Esta investigación es relevante dado que se pretende enfocar la protección del derecho de 
presunción de inocencia en relación por la causal dispuesta por el artículo 2 de la ley 
29194; la cual se describió sucinta y cuidadosamente con el objeto de contribuir en la 
protección de este derecho, proponiendo que el Código de Niños y Adolescentes 
requisitos necesarios que justifiquen de alguna manera tal medida, es decir, la suspensión 
por esta causal. 
Contribución 
La presente investigación realiza una aportación positiva en nuestra legislación ya que 
interpreta la norma que estipula la causal h) para la suspensión de la patria potestad, 
interpretación que se realiza a la par con la norma constitucional.  
Asimismo, reviste una relevancia social, dado que en nuestra sociedad se han realizados 
innumerables denuncias que han sido fruto de venganza donde las madres han optado por 
acusar injustamente a los padres, sobre abusos de índole sexual, en agravio de sus hijos, 
y todo ello ha sido utilizado como estrategia para obtener la tenencia exclusiva de los 
hijos. Es por ello que esta investigación está orientada a la protección del derecho de 
presunción de inocencia de los padres acusados injustamente. 
 
1.5 SUPUESTOS U OBJETIVOS 
OBJETIVOS 
Son las metas que comprende, de modo global, lo que se pretende con la investigación y 
este debe estar acorde con los objetivos específicos, por lo tanto, no deben existir 
contradicciones. Describen lo que se intenta conocer o realizar en el proceso de 
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investigación y para conseguir lo que se busca con el objetivo general se debe apoyar en 
los objetivos específicos (Gómez, 2012, p. 29). 
Objetivo General 
 Analizar de qué manera la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194, 
vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia. 
Objetivos Específicos 
1. Describir cómo se debería proteger el derecho de presunción de inocencia 
frente a suspensión de patria potestad por la apertura de proceso penal. 
2. Explicar de qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de 




Supuesto Jurídico General 
La causal dispuesta por el artículo 2 de Ley 29194, vulnera el derecho de presunción de 
inocencia toda vez que se le suspende la patria de potestad a la madre o padre por la sola 
apertura de proceso penal. 
Supuestos Jurídico Específicos  
1. El derecho de presunción de inocencia se protegería frente a la suspensión de 
patria potestad por apertura de proceso penal, siempre que se dicte esta medida 
de modo excepcional, de acuerdo al caso concreto, cuando medie ciertos 
criterios que fundamenten tal medida. 
2. La suspensión de la patria potestad por apertura de proceso penal afecta la 
normativa constitucional vigente de presunción de inocencia debido a que 

























2.1 DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
 
Sobre el particular, es menester precisar que el enfoque empleado en la presente 
investigación es el enfoque Cualitativo, el cual estudia la realidad en su contexto natural, 
sin inmiscuirse en ella, y como el motivo por el cual esta se suscitó, de este modo se 
obtiene datos e interpretan fenómenos conexos con las personas implicadas. El presente 
enfoque tiene como objetivo, principalmente, la expansión de datos e información. 
Diseño Interpretativo 
- Teoría Fundamentada 
Dicho lo que antecede, la presente investigación se basará en la teoría fundamentada 
como diseño interpretativo. La teoría fundamentada es un diseño de investigación 
cualitativa, esta no busca controlar sino comprender e interpretar el porqué del 
acontecimiento. Por otro lado, se busca obtener, como resultado, la mejor teoría, siendo 
esencial los datos recopilados en el transcurso de la investigación para la elaboración de 
teorías. 
Se aplica el diseño de teoría fundamentada, debido a que las conclusiones a las cuales se 
llegará, estarán basadas en aquellos datos o información recogida a lo largo de todo este 
trayecto. 
2.2 METODOS DE MUESTREO 
 
En una investigación cualitativa la muestra no es lo primordial e importante desde un 
enfoque probable ya que el objetivo del investigador no será probar sus teorías. El 
objetivo del muestreo es seleccionar el escenario de estudio, ello con la finalidad de 
entender, comprender a fondo lo que se investiga para poder aprender de este.  
Por lo tanto, el enfoque cualitativo que se encuentra constituido por personas, sucesos, 
hechos, acontecimientos, etc., sobre los cuales se recolecta información y/o dato, ello no 
implica que el objeto que se estudia sea probado estadísticamente, es decir, el método de 




Escenario de Estudio 
El escenario de estudio para el presente trabajo de investigación se desenvolverá de 
acuerdo al espacio donde se aplicará la entrevista, siendo necesario precisar que las 
mismas implican que sean desarrolladas por personas expertas en el tema, es decir, 
calificadas y también el espacio donde se va a desarrollar, siendo en la Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte. 
El objeto de la presente investigación se centra en el estudio de la vulneración de la 
presunción de inocencia en los procesos de suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal; de los mismos se busca tomar conocimiento si en este tipo de procesos se 
transgrede el derecho constitucional. Ya que, debido al auto apertorio en el proceso penal 
por los delitos que atentan contra la indemnidad o libertad sexual de los menores que son 
agraviados por sus progenitores, se aplica la suspensión de patria potestad, siendo el 
derecho de presunción de inocencia perturbado por esta causal, las entrevistas conllevan 
a generar una mayor investigación. 
En ese sentido, la presente investigación pretende crear un corpus de información con la 
finalidad de encontrar la mejor solución al problema, poder desarrollar nuestros objetivos 
y sobre todo a determinar con objetividad si en los procesos de suspensión de patria 
potestad por la apertura de proceso penal se vulnera el derecho constitucional de 
presunción de inocencia. 
Cabe precisar, que se entrevistarán a diferentes magistrados, abogados, especialistas en 
el tema para poder precisar si este derecho de presunción de inocencia viene siendo 
vulnerado en los procesos de suspensión de patria potestad por la causal ya invocada; la 
entrevista se ha desarrollado por los antes mencionados debido a que son sujetos que se 
encuentran activos en este tipo de procesos, siendo los magistrados especialistas en lo 
penal y familia, los que tiene la decisión final de cada caso concreto, y son los que lidian 





Caracterización de Sujetos 
La caracterización de sujetos implica la definición de aquellos que serán participes en la 
investigación esto es, la descripción de los participantes, el perfil profesional, el cargo, 
estilo, conductas, etc. 
En la presente investigación los sujetos serán jueces, fiscales y abogados quienes son 
especialistas en la materia de estudio cuya experiencia deberá ser mayor a 5 años; dichos 
sujetos nos ayudaran a explicar, esclarecer y describir el tema de investigación. 
 
Tabla 1: Lista de entrevistados 
 






Juez Superior de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte 
 




Raúl Jesús Vega 
 
Juez de la Corte Superior de 
Justicia Lima Norte 
 







Jueza Superior de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte 
 







Juez Superior de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte 
 




María del Carmen 
Lauya Méndez 
 
Juez de la Corte Superior de 
Justicia Lima Norte 
 








Secretaria Judicial de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte 
 







Secretario Judicial de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte 
 







Secretaria Judicial de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte 
 





















Plan de Análisis o Trayectoria Metodológica 
El plan de análisis que se empleara en este proyecto de investigación está acorde al 
diseño de investigación el cual es la Teoría Fundamentada, debido a que vamos a 
analizar un fenómeno que anteriormente ya ha sido analizado para profundizar en el 
tema y encontrar la mejor solución al problema suscitado. 
En esta investigación se utilizará el método analítico, que según Ruiz (2007), consiste en 
la: Desmembración de un todo, disgregándolo en sus partes o elementos para observar las 
causas, la naturaleza y los efectos. El análisis es la observación y examen de un hecho en 




2.3 RIGOR CIENTÍFICO 
En la investigación cualitativa se pretende realizar un trabajo de calidad y que cumpla 
con el rigor de la metodología de la investigación es por ello que se realiza un control de 
calidad o sometimiento a análisis el cual lleva como nombre rigor científico. Este tiene 
se lleva a cabo para la búsqueda de coherencia entre interpretaciones.  
El rigor científico equivale a la validez y confiabilidad el cual se presenta en la 
investigación cuantitativa.  
Sampieri (2014), menciona que cuando hablamos de una investigación cualitativa es 
mejor utilizar el término de “rigor”, asimismo señala que existen ciertos criterios que se 
desenvuelven al evaluar el rigor científico y son los siguientes: la dependencia o 
consistencia lógica, la credibilidad, la transferencia o aplicación de resultados, 
confirmación o confirmabilidad (pp. 453-458). 
Para demostrar la rigurosidad en este proyecto de investigación se pasará a recolectar 
datos. La recolección de datos es el mecanismo de recolección de los procedimientos que 
sirve de base para sustentar y definir cada parte del proyecto de investigaciones. 
Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
En la presente investigación se empleará las siguientes técnicas: 
- Entrevista 
La técnica de entrevista se constituye como tal para la recolección de datos, la misma es 
desarrollada y conceptualizada por autores como Baptista, Fernández y Hernández (2014) 
los cuales manifiestan que, la entrevista implica que una persona calificada aplica el 
cuestionario de los participantes; el primero hace las preguntas a cada entrevistado y anota 
las respuestas. Por lo que su papel es crucial, siendo catalogado como una especie de filtro 
[…] (p.239). 
Guía de entrevista. – Es un instrumento que tiene como objeto obtener información 
relevante y necesaria para comprender de manera profunda el fenómeno de estudio. Esta 
guía permite que el entrevistador pueda responder las preguntas abiertas libremente; la 
guía de entrevista consta de nueve preguntas planteadas de forma ordenada y coherente. 
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- Análisis documental 
El análisis documental nos va a permitir, de igual forma, recolectar datos, pero de distintas 
fuentes documentales como libros, revistas, artículos, informes, etc. 
Ficha de análisis de fuente documental. – Es el instrumento que nos ayudará a obtener la 
información, teorías, datos que nos permitirán ampliar y enriquecer nuestra información 
respecto al fenómeno de estudio, con la finalidad de comprender un poco más el mismo. 
Aunado a lo expuesto, es menester precisar, respecto a los instrumentos de recolección 
de datos, que lo mismos reúnen requisitos esenciales entre los cuales se encuentra la 
confiabilidad y validez. Al respecto, se debe indicar que la validez de los instrumentos, 
que conforma la guía de entrevista y análisis documental ha sido certificada por tres 
asesores expertos en la materia; respecto a la confiabilidad, los entrevistas cuenta con la 
experiencia necesaria en la administración de justicia, asimismo, cuentan con experiencia 
teórica y práctica, ello servirá como base de confiabilidad de los resultados obtenidos.   
 
Tabla 2: Validación de instrumentos 
 
VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 








César, ISRAEL BALLENA 
 
Docente de la Universidad 




Eliseo, WENZEL MIRANDA 
 
Docente de la Universidad 







Docente de la Universidad 


















Docente de la Universidad 




Eliseo, WENZEL MIRANDA 
 
Docente de la Universidad 







Docente de la Universidad 








2.4 ANÁLISIS CUALITATIVO DE LOS DATOS 
 
La recolección de datos es esencial sin que ello implique medir variables, asimismo, 
resulta esencial ya que, con ello, en un enfoque cualitativo, se obtendrá datos, que 
posterioridad se convertirán en información importante, de personas, sucesos o 
situaciones en la forma de expresión de cada uno de estos. Los datos podrían ser 
conceptos, percepciones, imágenes, interacciones y demás. La recolección de datos tiene 
como objetivo analizar y comprender para que con ello se puedan responder las preguntas 
que se van generando en la investigación.  
En la presente investigación nuestro alcance o nivel de investigación de análisis de datos 
es explicativo ya que se desarrollará la causa y los efectos del tema que se investiga. 
Asimismo, porque se ha analizado si la normativa legal de suspensión de patria potestad 
que tiene como causal la apertura de proceso penal afecta la normativa constitucional 
vigente de presunción de inocencia, llegando a vulnerarla. 
En este análisis se deberá seleccionar la información recolectada a través de diferentes 
técnicas e instrumentos que se elegirán haciendo uso del criterio personal, luego se 
verificará que la información que se obtuvo sea información de calidad, por lo tanto, sea 
adecuada y necesaria para los fines de la investigación.  
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2.5 ASPECTOS ÉTICOS 
 
La presente investigación se desarrollará respetando las disposiciones normativas 
morales, éticas y sociales vigentes. Asimismo, los resultados no afectarán ni 
comprometerán a los sujetos intervinientes. 
Por otro lado, el empleo y aplicación de los instrumentos que ayudarán a recolectar datos 



















3.1 DESCRIPCIÓN DE RESULTADOS DE LA ENTREVISTA 
 
En lo que concierne al capítulo tercero de la presente investigación, se pasará a desarrollar 
la descripción de los resultados que han sido recopilados a través del instrumento de 
recolección de datos, detallado líneas arriba, el cual fue validado por especialistas 
temáticos y metodólogos para la confiabilidad valida de los resultados que se pasarán a 
desarrollar. 
La descripción de los resultados, se basa en las respuestas de la muestra específica, en 
virtud del instrumento realizado, es menester precisar que los resultados son lo más 
importante en la investigación cualitativa debido a que se ha llegado al punto de la 
investigación científica de modo tal que se tiene que sustentar, justificar, explicar, 
argumentar, interpretar los resultados obtenidos de las preguntadas que se han formulado 
con conocimiento y dominio del marco teórico. 
En tal sentido, a continuación, se describirá los datos obtenidos de las entrevistas 
realizadas comprendidas en el periodo de setiembre-octubre del año en curso, precisando 
que tal información constituye fuente primaria para demostrar los supuestos jurídicos de 
la investigación; asimismo, partimos de que cada objetivo consta de 3 preguntas cada una, 





En cuanto al objetivo general se realizaron las siguientes preguntas: 
1. ¿Considera Ud. que la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194 
(suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal), vulnera el 
derecho constitucional de presunción de inocencia? 
 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Lauya (2018), Crisostomo (2018), Ronceros 
(2018), Ayala (2018), Zelada (2018), Alegría (2018), Araujo (2018) consideran 
OBJETIVO GENERAL: 
 Analizar de qué manera la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194, 
vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia. 
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que si existe una vulneración al derecho de presunción de inocencia por la causal 
dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194. 
 
Sobre la pregunta planteada, Graciela Mercedes Fernández López (2018) señala 
que “sí, porque la apertura de proceso penal es una resolución que inicia la 
investigación judicial, mas no es una sentencia; la presunción de inocencia se 
pierde cuando se dicta una sentencia condenatoria no siendo este caso”. 
 
Al respecto, María del Carmen Lauya Méndez (2018) manifestó, que, “si 
vulnera, ya que se suspende la patria potestad por la apertura de proceso penal y 
la presunción de inocencia es un derecho constitucional que se desvirtúa con la 
sentencia condenatoria y en este caso de suspensión de patria potestad no hay 
sentencia aún”. 
 
Por su parte, Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) señalo, que “Cree 
que sí, porque la simple apertura de proceso no debe generar una medida cautelar 
de esa naturaleza, salvo que se plantee por el fiscal en un requerimiento de parte 
y previo contradictorio con la parte afectada”. 
 
Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) al respecto dice que “si, 
definitivamente ya que toda persona tiene que ser declarado como culpable 
después de toda una investigación por un juez o tribunal y con esta ley si se está 
vulnerando su presunción de inocencia puesto que recién está iniciando el proceso 
y no hay sentencia condenatoria” y Franklin Ayala Simbrón (2018) señala que, 
“si, pues al considerar la suspensión de la patria potestad, se estaría dando como 
cierta la denuncia penal en la cual está inmersa el patria potestante”. 
 
Sonia Zelada Chávez (2018) señala que, “si, ya que toda persona tiene que ser 
declarada su culpabilidad dentro de un debido proceso, siendo la suspensión una 
“sanción anticipada”. 
Por su parte Hermogenes Alegría Vela (2018) dispone que, “este caso constituye 
indubitablemente, una transgresión al derecho constitucional de presunción de 
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inocencia”, en cuanto a Marco Antonio Araujo Vera (2018) considera que “si, 
que vulnera el principio constitucional de presunción de inocencia, en razón de 
que toda persona a quien no se ha probado o se haya declarado culpable, no puede 
ser vulnerado sus derechos”. 
 
b) Los entrevistados Salinas (2018) y Jesús (2018) sostienen que no se vulnera la 
presunción de inocencia por la causal dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194. 
 
Sin embargo, Alfredo Salinas Mendoza (2018) al respecto, señalo que “no, en 
tanto al abrirse proceso penal se requiere presentar la resolución judicial al Juez 
de Familia quien, corriendo traslado a las partes, resuelve si se suspende la patria 
potestad”. 
 
Aunado a ello, Raúl Jesús Vega (2018) manifestó, que “no, porque en defensa de 
la indemnidad sexual de los niños y adolescentes, al cual el Estado se encuentra 
en deber constitucional de proteger ante cualquier amenaza, como en este caso de 
los padres o tutores que se encuentren procesados”. 
 
En consecuencia, es de apreciarse, respecto a la primera interrogante, que de los 10 
entrevistados, ocho coinciden en mencionar que efectivamente el artículo 2 de la Ley 
29194 vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia debido a que se 
suspende la patria potestad por la apertura de proceso penal de modo tal que no existe 
una decisión firma sino una “simple” resolución de apertura de proceso penal para 
llevarse a cabo esta suspensión; dos de los entrevistados han señalado que no existe tal 
vulneración a la presunción de inocencia porque en primer lugar, es el juez de familia 
quien resuelve si se suspende o no la patria potestad y en segundo lugar porque es deber 






De acuerdo a la pregunta numero 2: 
2. ¿Desde su punto de vista la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194 
(suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal), vulnera el 
derecho constitucional de presunción de inocencia? 
 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Lauya (2018), Crisostomo (2018), Ronceros 
(2018), Ayala (2018), Zelada (2018), Alegría (2018), Araujo (2018) consideran 
que desde su punto de vista, si se vulnera el derecho de presunción de inocencia 
por la causal dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194. 
 
Al respecto, Graciela Mercedes Fernández López (2018) señala que “si, por los 
motivos indicados anteriormente, es decir, porque la apertura de proceso penal es 
una resolución que inicia la investigación judicial, mas no es una sentencia; la 
presunción de inocencia se pierde cuando se dicta una sentencia condenatoria no 
siendo este caso, presunción de inocencia, además que vulnera no solo nuestra 
norma constitucional sino de tratados internacionales”. 
 
María del Carmen Lauya Méndez (2018) precisa que “si, vulnera la presunción 
de inocencia”, y Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) detalla que “si, 
vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia porque se estaría 
prejuzgando que la persona ya ha incurrido en el delito, sin discutir la 
proporcionalidad de la medida”. 
 
En cuanto, Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) señala que “si, como ya lo 
ha señalado anteriormente, ya que no se ha demostrado su culpabilidad y 
conforme el principio constitucional “toda persona es inocente mientras no se 
demuestre su culpabilidad””. 
 
Sobre el particular, Franklin Ayala Simbrón (2018) menciona que “estando a la 
respuesta de la pregunta que antecede, si considera que está vulnera la presunción 
de inocencia”. Asimismo, Sonia Zelada Chávez (2018) refiere que “si, tal como 
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la pregunta que antecede”, el cual habla, si se vulnera o no la presunción de 
inocencia por el artículo 2 de la Ley 29194. 
 
En ese sentido, Hermogenes Alegría Vela (2018) ha considerado que “si, la 
constitución establece que la presunción de inocencia es una garantía del 
investigado en la administración de justicia, en consecuencia, siendo el derecho 
de presunción de inocencia un derecho de rango constitucional y un derecho 
humano y de porte internacional (tratados), indubitablemente se ha perturbado y 
vulnerado por esta Ley. 
 
Por su parte, Marco Antonio Araujo Vera (2018) manifiesta que desde su punto 
de vista si se vulnera la presunción de inocencia “en razón de que al padre recién 
se le está procesando y no ha sido declarado culpable es decir su supuesto proceso 
no ha sido declarado consentido y/o ejecutoriado”. 
 
b) El entrevistado Salinas (2018) considera que, desde su punto de vista, no se 
vulnera la presunción de inocencia por el artículo 2 de la Ley 29194. 
 
c) El entrevistado Jesús (2018) se abstuvo de responder la pregunta. 
 
En conclusión, respecto a la segunda pregunta, de los diez entrevistados, ocho señalan 
que efectivamente, según lo consideran, el artículo 2 de la Ley 29194, viene vulnerado 
la norma constitucional al igual que los tratados internacionales que lo recogen, 
existiendo una vulneración expresa por esta ley porque no se ha demostrado la 
culpabilidad de procesado por tanto no se ha desvirtuado la presunción de inocencia que 
le asiste al mismo. En cuanto a los dos entrevistados faltantes, Alfredo Salinas Mendoza 
preciso que, desde su punto de vista, no se ha vulnerado la presunción de inocencia; y 





De acuerdo a la pregunta número 3: 
3. ¿Cuál es su opinión respecto a la causal dispuesta por artículo 2 de la Ley 29194 
al Código de Niños y Adolescentes (suspensión de la Patria Potestad por la 
apertura de proceso penal), que vulnera el derecho constitucional de 
presunción de inocencia? 
 
Al respecto, Graciela Mercedes Fernandez Lopez (2018) considera que “es una 
experiencia negativa, pero que el Juez puede hacer control difuso debidamente 
motivado”. 
 
En ese sentido, Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) señala que “la 
intención del legislador es buena orientada a que el padre o madre procesado y 
culpable de los delitos mencionados se le suspenda este derecho, pero su 
regulación debió ser más garantista de los derechos fundamentales del imputado”. 
 
Aunado a lo expuesto, Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) refiere que dicha 
ley “debería ser derogada porque esta atentando o vulnerando un derecho 
reconocido constitucionalmente”. 
 
María Del Carmen Lauya Méndez (2018) considera que “la normativa de la 
Ley 29194 si vulnera la presunción de inocencia, el cual es un derecho 
constitucional que también se encuentra regulado en los tratados internacionales”. 
Asimismo, Sonia Zelada Chávez (2018) considera que, “tal artículo vulnera el 
derecho constitucional de presunción de inocencia”.  
 
Sobre el particular, Hermogenes Alegria Vela (2018) considera que “esta ley 
vulnera, indubitablemente, el derecho constitucional de presunción de inpocencia 
que esta consagrado en la Constitucion y Tratados Internacionales, ya que debe 
existir una sentencia condenatoria que tenga la condición juridica de ejecutoriada 




 Marco Antonio Araujo Vera (2018) “cree que, para quitarle de la suspensión 
de patria potestad debería el padre ser declarado culpable por un juzgado o tribunal 
y dicha sentencia quedar consentida y/o ejecutoriada”.  
 
Por su parte Franklin Ayala Simbrón (2018) considera que, en principio, la 
normativa en cuestión, es un mecanismo jurídico que se ha establecido para 
defender la integridad del menor; sin embargo, ello no justifica que se presuma 
responsabilidad penal respecto a un delito imputado al patria potestante. 
 
Empero, Alfredo Salinas Mendoza (2018), considera que” en tanto,  la simple 
apertura de proceso penal no suspende la patria potestad sino que se requiere 
presentar la resolucion de apertura al juez de familia para que esta corra traslado 
a las partes y resuelva; no vulnera la presunción de inocencia. 
 
Además de lo mencionado, Raúl Jesus Vega (2018) considera que tal vuneración 
“se encuentra debidamente justificada en la proteccion de indemnidad sexual”. 
 
 
En tal sentido, se puede advertir que de los diez entrevistados, siete coindicen que si se 
ha vulnerado la presunción de inocencia por el artículo 2 de la Ley 29194 por tanto, uno 
de ellos refiere que tal Ley debería ser derogada, otro  considera que es una experiencia 
negativa y por tanto debería aplicarse el control difuso por parte de los jueces, mientras 
otros consideran que en efecto se reitera la vulneración a la presunción de inocencia; por 
otro lado, uno de los entrevistados considera que es cierto que este es un mecanismo 
jurídico que tiene como fin la protección de los menores sin embargo no se justifica tal 
vulneración. Por otro lado, un entrevistado menciona que no se ha vulnerado por cuanto 
corresponde al juez de familia resolver la suspensión de patria potestad, y un entrevistado 
señala que dicha vulneración se encuentra justificada porque se protege a los menores. 
Por lo tanto, se puede apreciar de dicha entrevista que la mayoría de los entrevistados 








4. ¿Considera Ud. que podría protegerse el derecho de presunción de inocencia 
frente a la suspensión de patria potestad por la apertura de proceso penal?  
 
De acuerdo a la primera interrogante del objetivo especifico primero, se ha obtenido el 
siguiente resultados: 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Lauya (2018), Crisostomo (2018), Ronceros 
(2018), Zelada (2018), Alegría (2018), Araujo (2018) consideran que si podria 
protegerse el derecho de presunción de inocencia frente a la suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso penal. 
 
Al respecto, Graciela Mercedes Fernández López (2018) refiere si podría 
protegerse la presunción de inocencia por esta causal ya que “el juez o mejor dicho 
todo juez puede hacer control difuso”. 
 
María del Carmen Lauya Méndez (2018) sostiene que “si podría protegerse 
siempre que exista un requerimiento fundamentado por el fiscal en una vía 
procedimental cautelar”. 
 
En esta perspectiva, Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) refiere que 
podría protegerse la presunción de inocencia “a través de una discusión en un 
procedimiento cautelar donde luego de verse la alta probabilidad de una eventual 
condena no se espere el final del juicio”. 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1: 
Describir cómo se debería proteger el derecho de presunción de inocencia frente a 





Aunado a lo expuesto, Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) manifiesta que 
“si, considera que se debería proteger ya que se está atentando y vulnerando el 
principio constitucional de lo que goza toda persona”. 
 
Sonia Zelada Chávez (2018) refiere que “si podría protegerse, siempre que la 
medida sea dictada de modo excepcional bajo un requerimiento en un 
procedimiento cautelar”.  
 
En cuanto a, Hermogenes Alegría Vela indica que “si podría protegerse, ya que 
como reitero, este es un derecho constitucional por lo que los jueces podrían 
aplicar el artículo 138° de la Constitución el cual habla del control difuso 
protegiendo así el derecho de presunción de inocencia”. 
 
Aunado a ello, Marco Antonio Araujo Vera (2018) reitera que, “claro, en razón 
de que no se violen los derechos de defensa, contradicción, debido proceso que 
tiene el padre”.  
 
 
b) El entrevistado Jesús (2018) considera que no debería protegerse el derecho de 
presunción de inocencia frente a la suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal. 
 
En ese sentido, Raúl Jesús Vega (2018) indica que “no, porque se estaría 
exponiendo al menor y dejandonlo sin proteccion; prevalece el interes superior 
del niño y adolescente”. 
 
c) El entrevistado Salinas (2018) considera que no se ha vulnerado la presunción de 
inocencia. 
 
Al respecto, Alfredo Salinas Mendoza (2018) manifiesta que “al resolver el Juez 
de familia, previo tramite y solicitar requerimiento, no se vulnera la patria 
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potestad”, en este punto, el entrevistado quiso decir que no se vulnera la 
presunción de inocencia. 
 
d) El entrevistado Ayala (2018)  esta de acuerdo con la vulneración de la presunción 
de inocencia. 
 
Al respecto, Franklin Ayala Simbrón (2018) refiere que, “a esta pregunta 
ambigua; entiendo que debe suponerse todo mecanismo que salvaguarde la 
integridad del menor; y si la ley considera que vulnerando el derecho a la 
presunción de inocencia se está protegiendo la integridad del menor, estoy de 
acuerdo. 
 
Al respecto, a cuarta pregunta se ha podido percibir que, de los diez entrevistados, siete 
coinciden que, efectivamente, debería existir algún tipo de protección a la presunción de 
inocencia por la vulneración expresa de la suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal, esto con la finalidad de que de algún modo cese esta vulneración, por 
razón de que el procesado también cuenta con derechos inherentes a él, por tanto no 
puede tomarse como cierta la denuncia penal en su contra además, que debe tenerse 
presente si existe o no la alta probabilidad de condena, por tanto si no es así, la presunción 
de inocencia no es desvirtuada; por otro lado, un entrevistado considera que no debería 
protegerse la presunción de inocencia porque se estaría exponiendo al menor y que el 
Estado debe proteger  al mismo; un entrevistado señala que si se existe un requerimiento 
expreso para la suspensión de patria potestad, previo tramite y fundamentado, no se 
vulneraría la presunción de inocencia; y un entrevistado señala que está de acuerdo con 
la Ley si esta al vulnerar la presunción de inocencia protege al menor. 
En conclusión, notamos la mayoría de los entrevistados consideran que efectivamente, si 
debería protegerse el derecho de presunción de inocencia, desde la perspectiva de que, la 
suspensión de patria potestad por la causal de apertura de proceso penal podría llevarse a 
cabo en un procedimiento cautelar además se debe tener en cuenta que los jueces pueden 




5. Según su opinión, ¿Cuál es la medida más adecuada para proteger el derecho 
de presunción de inocencia del progenitor ante la suspensión de la patria 
potestad por apertura de proceso penal, que ha estipulado el legislador? 
 
De acuerdo a la segunda interrogante del objetivo especifico primero, se ha obtenido el 
siguiente resultados: 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Ronceros (2018), Araujo (2018) consideran 
que la medida mas adecuada para proteger el derecho de presunción de inocencia 
ante la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal es recurrir a la 
vía constitucional. 
 
Al respecto, Graciela Mercedes Fernandez Lopez (2018) manifiesta que “dicha 
norma resulta ser inconstitucional, el congreso debería revisar o plantearse una 
acción de inconstitucionalidad pero reitero todos los jueces pueden hacer control 
difuso”.  
 
De modo similar, Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) refiere que “ se 
debería recurrir a la vía constitucuonal a fin de no vulnerar su derecho”.  
Asimismo, Marco Antonio Araujo Vera (2018) expresa que “piensa que al estar 
violando al padre sus derechos y violar el principio de presunción de inocencia 
debería recurrir en su defensa en la vía constitucional”. 
 
b) Los entrevistados Salinas (2018), Crisostomo (2018), Zelada (2018) consideran 
que la medida mas adecuada para proteger el derecho de presunción de inocencia 
ante la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal es que exista 
un requrimiento por parte del fiscal. 
 
Al respecto, Similar a lo expuesto, Alfredo Salinas Mendoza (2018)  refiere que 
se debe “presentar ante el juez de familia el requerimiento de suspensión de patria 
potestad y este previo traslado resolver si suspende o no la patria potestad”. 
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Seguidamente, Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) considera que 
debe “existir un requerimiento expreso del fiscal o la parte agraviada en una 
audiencia con todos los principios pertinentes (contradicción, igualdad, 
suficiencia probatoria y el derecho a la instancia). 
 
Finalmente,  Sonia Zelada Chávez (2018) menciona “que la suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso sea tomada en un requerimiento por el fiscal en 
un procedimiento cautelar”. 
 
c) Los entrevistados Alegria (2018) y Lauya (2018) consideran que la medida mas 
adecuada para proteger el derecho de presunción de inocencia ante la suspensión 
de patria potestad por apertura de proceso penal es que se aplique el control difuso 
que es facultad del juez. 
 
Según, Hermogenes Alegria Vela (2018) considera que se debe “aplicar el 
control difuso el cual estipula la Connstitución Politica del Perú”. 
 
De igual modo, Maria del Carmen Lauya Méndez (2018) considera que debe 
“aplicarse el control difuso el cual puede ser aplicado por los jueces si lo 
requieren”.  
 
d) El entrevistado Ayala (2018), respecto a la medida mas adecuada para proteger el 
derecho de presunción de inocencia ante esta causal, considera que en primer 
lugar, que la ley presenta un vacio legal. 
 
Al respecto, Franklin Ayala Simbrón (2018) manifiesta que “la ley en la materia, 
considera que está o existe un vacío; pues el derecho a la presunción de inocencia 
es mayor a la de patria potestad; sin embargo, no guarda una relación directa entre 
sí, según mi opinión”. 
e) El entrevistado Jesús (2018), respecto a la medida mas adecuada para proteger el 
derecho de presunción de inocencia ante esta causal, considera que la ley tiene 
como base la protección del menor. 
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Raul Jesus Vega (2018) recalca que “estando al derecho de presuncion de 
inocencia del progenitor, prevalece la proteccion de los derechos del niño y 
adolescente”. 
 
En consecuencia, de la información obtenida, se ha podido observar que, de los diez 
entrevistados, tres entrevistados coinciden en que la medida más adecuada para la 
protección del derecho de presunción de inocencia es recurrir a la vía constitucional con 
el fin de que se hagan valer los derechos del procesado; mientras otros tres entrevistados 
coinciden en que la medida más adecuada sería que exista un requerimiento expreso por 
parte del fiscal para que se resuelva la suspensión de patria potestad del progenitor 
procesado. Dos de los entrevistados consideran que la mejor medida para proteger el 
derecho de presunción de inocencia es que los jueces deban aplicar el control difuso que 
establece la Constitución. De otro lado, uno de los entrevistados menciona que la Ley 
presenta un vació legal; Por su parte un entrevistado reitera su posición de que no debería 
proteger la presunción de inocencia porque prevalece la protección de los derechos del 
niño y adolescentes.   
 
6.  ¿Cómo debe aplicarse la suspensión de patria de potestad por apertura de 
proceso penal para proteger el derecho de presunción de inocencia que le asiste 
al investigado? 
 
De acuerdo a la tercera interrogante del objetivo especifico primero, se ha obtenido el 
siguiente resultados: 
a) La entrevistada Fernández (2018) señala que, la suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal “no debería aplicarse”. 
b) Los entrevistados, Alegría (2018), Lauya (2018) y Ronceros (2018) consideran, 
que el proceso de suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal, a 




Al respecto, Hermogenes Alegria Vela (2018) precisa que “el proceso de 
suspension de patria potestad podria reservarse hasta que se demuestre la 
repsonsabilidad del procesado en el proceso penal.  
 
Asimismo, Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) manifiesta que “ en todo 
caso se debería esperar o reservar el proceso hasta que haya una sentencia 
condenatoria firme”. 
 
De igual modo, Maria del Carmen Lauya Méndez (2018) expresa que “el 
proceso puede reservarse hasta que se demuestre la culpabilidad del procesado-
progenitor, o puede llevarse a cabo indistintamente en otro procedimiento 
cautelar”. 
 
c) El entrevistado Crisóstomo (2018) refiere que en la suspensión de patria potestad 
por apertura de proceso penal debe “establecerse un procedimiento cautelar con 
todas las reglas del debido proceso” a fin de proteger el derecho de presunción de 
inocencia. 
 
d) La entrevistada Zelada (2018) refiere que en el proceso de suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso penal debe “establecerse requisitos para el 
procedimiento de tal medida”. 
 
e) El entrevistado Araujo (2018) indica que “está de acuerdo que se le aplique la 
suspensión de la patria potestad violando sus derechos constitucionales”. 
 
f) El entrevistado Ayala (2018) señala que la suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal debe aplicarse “siguiendo los procedimientos que la Ley 
ha establecido mediante la modificación del artículo 2 de la Ley 29194”. 
 
g) El entrevistado Salinas (2018) señala que debe aplicarse “como se indica supra”, 
es decir, mediante un requerimiento al juez de familia para que este resuelva si 




h) El entrevistado Jesús (2018) señala que “no debe existir derecho alguno de 
presunción de inocencia, cuando se trata de delitos de carácter sexual. 
 
En consecuencia, se infiere que los entrevistados han tomado posiciones indistintas desde 
que no debe aplicarse la suspensión de patria potestad por apertura de proceso hasta la 
idea de que en realidad en el ordenamiento no debe existir derecho de presunción en 
delitos de carácter sexual. Sin embargo, algunos otros de los entrevistados han detallado 
que debería exigirse ciertos requisitos que fundamenten la medida, así como también, 
decidirse tal suspensión ante un proceso cautelar. En ese sentido, se desprende de las 
entrevistas realizadas, que la mayoría de los entrevistados confirman el objetivo 







7. Explique Ud. si la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal 
afecta la normativa constitucional vigente de la presunción de inocencia. 
Respecto de la primera pregunta del objetivo específico segundo, se ha obtenido lo 
siguiente: 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Lauya (2018), Crisostomo (2018), Ronceros 
(2018), Ayala (2018), Zelada (2018), Alegría (2018), Araujo (2018) consideran 
que sí, la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal afecta la 
norma constitucional vigente de presunción de inocencia. 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 2: 
Explicar de qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de 




Sobre la pregunta, Graciela Mercedes Fernandez Lopez (2018) refiere que la 
suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal “ si vulnera la 
presunción de inocencia que no ha sido desvirtuada con el auto de procesamiento.  
 
Asimismo, María del Carmen Lauya Méndez (2018) manifiesta que, “tal 
suspensión indubitablemente constituye una vulneración y/o afectación a la 
normativa constituconal que ampara la presunción de inocencia”. 
 
De igual modo, Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) considera que “si 
contraviene porque practicamente le ordena al juez que dicte dicha suspensión 
apenas abra proceso sin tomar en cuenta que la medida coercitiva dictada es 
prisión preventiva, comparecencia restringida o simple, cuyos requisitos para su 
imposición tienen mucho que ver con la suficiencia probatoria”. 
 
Del mismo modo, Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) indica que “si afecta 
la normatividad constitucional porque con la dación de dicha ley esta violando o 
contradiciendo la constitucion, atendiendo a la primacia de la ley. 
 
Por otro lado, Franklin Ayala Simbrón (2018) menciona que “por supuesto, 
como refirió anteriormente, el derecho a la presunción de inocencia está amparada 
constitucionalmente y dicho modo en proporcionalidad y razonabilidad de la 
patria potestad; y ambos deberían de aplicarse conforma a la ley del caso 
concreto”. 
 
Adicionando al párrafo que antecede, Sonia Zelada Chávez (2018) afirma que 
“efectivamente si, debido a que la presunción de inocencia supone la inocencia 
del procesado hasta que exista sentencia que declare su culpabilidad”. 
 
Hermogenes Alegria Vela (2018) indica que  la suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal “afecta claramente la norma constitucional de 
presuncion de inocencia”. 
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Por su parte, Marco Antonio Araujo Vera (2018) nos dice que esta norma “es 
una norma que sería inconstitucional, en razón de que viola el principio 
fundamental plasmado en la Carta Magna”. 
 
b) Los entrevistados Salinas (2018) y Jesús (2018) consideran que la suspensión de 
patria potestad por apertura de proceso penal no afecta la norma constitucional 
vigente de presunción de inocencia. 
 
Al respecto,  Alfredo Salinas Mendoza (2018) señala que “no se aplica lo 
señalado supra” es decir, que no porque la suspensión de suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso penal se presenta ante el juez de familia, el 
requermiento de suspensión, previo traslado a las partes, resolvera si se suspende 
o no la patria potestad. 
 
De igual manera, Raul Jesus Vega (2018) detalla que “no, porque la misma 
constitución la protección de los derechos del niño y adolescente, siendo que estos 
derechos se encuentran en un nivel superior, inclusive frente al derecho de 
presuncion de inocencia”. 
 
 
Respecto a la septima pregunta, de diez entrevistados, ocho de los mismos coindicen en 
que efectivamente, la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal vulnera 
y/o afecta la normativa constitucional vigentes por los fundamentos expuestos con 
anterioridad, sin embargo uno de los entrevistados coindicen en que no se afecta tal 
derecho ya que esta se requiere ante el juez de familia, y un entrevistado indica que no se 
afecta la normativa vigente de presunción de inocencia porque esta encuentra su base en 
la protección de los derechos del niño y adolescente, siendo estos derechos superiores a 





8. Precise Ud. como es que la suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal afecta la normativa constitucional de presunción de inocencia. 
 Respecto a la segunda pregunta del objetivo específico segundo se tiene los siguientes 
resultados: 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Lauya (2018), Alegría (2018) y Ronceros 
(2018) precisan que afecta la normativa constitucional vigente de presunción de 
inocencia porque no se ha demostrado su culpabilidad en una sentencia firme. 
 
Al respecto, Graciela Mercedes Fernandez Lopez (2018) precisa que “no se ha 
determinado la responsabilidad del investigado y mientras ello ocurra (no) su 
presunción de inocencia le asiste. 
 
Maria del Carmen Lauya Méndez (2018) precisa que, “afecta de modo tal que 
se suspende la patria potestad por apertura de proceso penal sin que medie una 
sentencia firme”. 
 
Aunado a lo expuesto, Hermogenes Alegria Vela (2018) refiere que “es menester 
precisar que esta suspensión, afecta la normativa constitucional porque la propia 
constitución señala que se presume la inocencia de un juzgado o procesado hasta 
que exista una decisión firme”. 
 
Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) refiere que “porque toda persona es 
considerada inocente mientras no se demuestre lo contrario, por tanto no se podría 
quitar el derecho al padre de ejercer la patria potestad”. 
 
b) Los entrevistados Araujo (2018) y Zelada (2018) precisan que afecta la normativa 
constitucional vigente de presunción de inocencia por lo tanto la Constitución. 
 
Marco Antonio Araujo Vera (2018) refiere que si se afecta la normativa 




Finalmente, Sonia Zelada Chávez (2018) precisa que, “vulnera lo estipulado en 
la norma constitucional”. 
 
c) El entrevistado Crisóstomo (2018) precisa que “se vulnera la presunción de 
inocencia cuando se impone una medida de cualquier índole en el proceso penal 
si no se toma en cuenta otros derechos fundamentales que requieren ser 
ponderados como el principio de legalidad, el debido proceso, la protección de los 
niños y adolescentes, etc.”. 
 
d) Seguidamente, el entrevistado Ayala (2018) precisa que “la norma constitucional 
está por encima de la ley; y por ende el derecho de presunción de inocencia esta 
por encima de la patria potestad”. 
 
e) El entrevistado Salinas (2018) preciso que no se afecta la normativa constitucional 
vigente de presunción de inocencia. 
 
Alfredo Salinas Mendoza (2018) “no la afecta si se interpreta la norma de la 
manera señalada” es decir,  si se presenta ante el juez de familia el requerimiento 
de suspension de patria potestad y este previo traslado resuelve si se suspende o 
no la patria potestad. 
 
f) El entrevistado Jesús (2018) se abstuvo de responder la pregunta. 
 
Es de advertirse que la mayoría de los entrevistados coinciden en que efectivamente, la 
suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal, afecta la normativa 
constitucional vigente de presunción de inocencia debido a que se violan derechos 
fundamentales ya que no se ha determinado la responsabilidad del investigado sin 
embargo los fundamentos de sus respuestas son indistintas; mientras un entrevistado 
preciso que no se ha afectado la normativa constitucional de presunción de inocencia, y 




9. ¿Detalle Ud. si es constitucional la suspensión de paria potestad por apertura 
de proceso penal, al vulnerar el derecho de presunción de inocencia que le asiste 
a todo investigado? 
 
a) Los entrevistados Fernández (2018), Lauya (2018), Crisostomo (2018), Ronceros 
(2018), Zelada (2018), Alegría (2018) y Araujo (2018) consideran la suspensión 
de patria potestad por apertura de proceso penal es inconstitucional. 
 
Respecto de la interrogante, Graciela Mercedes Fernandez Lopez (2018) indica 
que, “no es posible, por ser inconstitucional”. 
 
María del Carmen Lauya Méndez (2018) señala que “la norma en cuestión es 
inconstitucional porque transgrede lo preceptuado por la Constitución”. 
 
Asimismo, Oscar Alfredo Crisóstomo Salvatierra (2018) indica que “la 
suspensión de la patria potestad puede ser constitucional si tutela en su imposición 
derechos fundamentales que prevalezcan sobre la presunción de inocencia ya que 
el TC ha señalado que este último no es absoluto y pueden dictarse medidas al 
interior del proceso bajo ciertos parámetros constitucionales”. 
 
Luisa Rosmery Ronceros Molina (2018) manifiesta que, “definitivamente no es 
constitucional ya que está contradiciendo un principio constitucional”. 
 
Sonia Zelada Chávez (2018) precisa tajantemente que “la norma es 
inconstitucional” 
 
Del mismo modo, Hermogenes Alegria Vela (2018) infiere que la norma” es 
inconstitucional por los fundamentos antes expuestos, ya que debe esperarse que 
se desarrolle el debido proceso y se determine la responsabilidad penal por lo que 
hay una vulneracion expresa por tanto es inconstitucioal y el máximo interprete 




Por su parte Marco Antonio Araujo Vera (2018) infiere que “no es 
constitucional en razón de que viola derechos fundamentales de la persona”. 
 
b) El entrevistado Jesús (2018) considera que la suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal  es constitucional. 
 
Raul Jesus Vega (2018) señala que “si es, porque se afecta los intereses del niño 
y adolescentes, mas aún cuando se trata de su indemnidad sexual”. 
 
c) El entrevistado Salinas (2018) señala que “si solo se suspende la patria potestad 
sin previo requerimiento y sustentación de la necesidad de dicha suspensión sería 
inconstitucional; sin embargo, si se interpreta que se requiera un previo 
requerimiento y trámite, no. 
 
d) El entrevistado Ayala (2018) infierme que, “para responder a ello, primero debería 
de llenarse el vacio entre ambas figuras juridicas; pues para ambos casos, puede 
ser constitucional desde el punto de vistal penal e inconstitucional desde el punto 
de vista civil”. 
 
 
Se advierte que de los diez entrevistados, ocho de los mismos coinciden y han detallado 
que la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal resulta ser 
inconstitucional asimismo, uno de los entrevistados refiere que si es consticuional porque 
se trata de proteger la indemnidad sexual del menor; dos de los entrevistados mencionan 
que esta afectación que realiza la norma puede ser examinada si existe un previo 
requerimiento y sustentacion de la medida de suspensión y si se llenará el vació legal que 
alega. Por lo tanto, se puede advertir que el objetivo planteado se confirma, de acuerdo a 






3.2 DESCRIPCIÓN DE RESULTADOS DEL ANALISIS DOCUMENTAL 
 
Respecto al presente instrumento, se ha considerado los documentos que responderán a 
nuestros objetivos, desarrollándolos de la siguiente manera: 
 
En relación al objetivo general: Analizar de qué manera la causal dispuesta por el 
artículo 2 de la Ley 29194, vulnera el derecho constitucional de presunción de 
inocencia. A lo cual se ha analizado lo siguiente: 
 
“ANÁLISIS DE ARTÍCULO” 
a) Artículo: “La nueva causal de suspensión de patria potestad” 
El presente documento fue analizado para justificar el objetivo general, artículo titulado 
“La nueva causal de suspensión de patria potestad”, fue elaborado por la doctora 
Mosquera Vásquez Clara en el especial “Nuevos supuestos de pérdida y suspensión de la 
patria potestad” publicado por Gaceta Jurídica, específicamente el artículo en la parte de 
análisis sobre la Ley 29194, página 14, señala que, al respecto, “esta nueva causal de 
suspensión de patria potestad, no hace sino vulnerar la presunción de inocencia al 
considerar suficiente la emisión del auto apertorio de instrucción para suspender la patria 
potestad de una persona, sin esperar el resultado final del proceso, el que incluso puede 
llegar a la Corte Suprema, y donde además puede ocurrir que él o la procesada sean 
absueltos o se dicte auto de sobreseimiento […]. 
Asimismo, el artículo señala que, según el principio constitucional de presunción de 
inocencia, toda persona es inocente mientras que no sea demostrada su culpabilidad, esto 
es, en tanto que en un proceso penal que cuente con todas las garantías y evaluadas las 
pruebas existentes, se demuestre que él o la procesada son responsables del delito que se 
les imputa. 
En líneas generales, se aprecia que el artículo de la Ley en cuestión, según refiere el citado 
artículo, vulnera la presunción de inocencia debido a que solo se tiene, como prueba 
“fehaciente” del hecho imputado, el auto que apertura el proceso penal, sin considerar el 
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derecho inherente que ostenta el procesado quien aún goza del derecho de presunción de 
inocencia el cual no se ha desvirtuado por el auto mencionado.  
 
“ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL” 
b) Casación 292-2014  
Con la resolución debidamente analizada, se tiene por establecido que corresponde a la 
Corte Suprema; que ha tenido como ponente al señor Juez Supremo Pariona Pastrana en 
el 2016 donde se emitió dicha resolución que trata asuntos referidos concretamente a la 
violación de la garantía constitucional de carácter procesal o material- presunción de 
inocencia-, derecho a la prueba pertinente. 
Al respecto, revisando el documento materia de análisis, se denota que uno de los 
considerandos de la referida casación expresa que en el proceso penal se debe tener en 
consideración las garantías constitucionales no solo para otorgar al encausado un marco 
de seguridad jurídica sino en última instancia mantener el equilibrio entre la búsqueda de 
la verdad material y los derechos fundamentales del imputado razones por las cuales se 
indica que “el derecho de presunción de inocencia alegado es un derecho subjetivo del 
ciudadano, la misma que despliega una doble vertiente: temporal y material. La primera 
parte radica en una verdad inicial, la inocencia del procesado, que no se destruye hasta 
que su culpabilidad no haya quedado establecida en sentencia firme; y, la segunda, radica 
en que a partir de la presunción inicial de inocencia, la condena solo puede fundarse en 
una prueba plena o prueba indiciaria sin contraindicios que acredite fehacientemente su 
culpabilidad, por lo tanto enerve dicha presunción, y si no se produce aquella deberá 
absolvérsele de la imputación penal” además añade que, “la presunción de inocencia 
implica el derecho a ser tratado de acuerdo a dicho principio. Constituye, por tanto, una 
obligación de todas las autoridades públicas de abstenerse de prejuzgar el resultado del 
proceso”. 
En relación al presente análisis de la resolución emitida por la Corte Suprema, la misma 
realiza una clara alusión de que el derecho de presunción de inocencia es la base de todo 
ordenamiento jurídico que brinda protección y seguridad al imputado; tal derecho subsiste 
mientras no exista suficiente actividad probatoria que pueda desvirtuar tal presunción, 
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además de ello, añade que solo puede emitirse condena si esta se encuentra motivada y 
fundamentada por prueba plena que acredite fehacientemente su culpabilidad, por lo 
tanto, es de absoluta obligación de los administradores de justicia abstenerse el prejuzgar 
el resultado del proceso.  
 
En relación al objetivo específico 1: Describir cómo se debería proteger el derecho de 
presunción de inocencia frente a la suspensión de patria potestad por la apertura de 
proceso penal. A lo cual se ha analizado lo siguiente: 
 
 “ANÁLISIS DE ARTÍCULO” 
a) Artículo: “El Derecho a la Presunción Inocencia Desde un Punto de Vista 
Constitucional” 
El presente documento fue analizado para justificar el objetivo específico 1, artículo 
titulado “El Derecho a la Presunción Inocencia Desde un Punto de Vista Constitucional”, 
fue elaborado por Higa Silva Cesar en la Revista Derecho & Sociedad Edición 40 editada 
por los estudiantes de la facultad de Derecho de la PUCP; específicamente el artículo en 
la parte introductoria, página 114, señala que, “si bien el reconocimiento del derecho de 
presunción de inocencia es un derecho fundamental para la protección de la libertad de 
las personas, el goce efectivo de este derecho solo se dará dentro de un sistema de justicia 
orientado a minimizar el error de condenar a un inocente, y  donde cada actor del sistema 
tenga en cuenta ese objetivo (policías, fiscales, abogados, entre otros)”.  
Al respecto, cabe señalar que, del análisis al presente artículo, se puede analizar, en 
términos generales, que efectivamente el derecho de presunción de inocencia es un 
derecho constitucional innato que existe con la finalidad de protección al presunto 
responsable (procesado) pero como bien lo menciona, este derecho solo podrá ser 
efectivo, por tanto protegido, si se desarrolla en la esfera de un sistema de justicia que 
tenga como objeto garantizar que ningún inocente sea castigado;  si bien, se debe realizar 
la persecución del delito, esto no quiere decir que el procesado tenga que ser objeto de 





a) Expediente 10107-2005-PH/TC 
Con la resolución debidamente analizada, se tiene por establecido que corresponde a la 
Corte Superior de Justicia de Piura; que ha sido motivada por los magistrados García 
Toma, Alva Orlandini y Landa Arroyo en el año 2006; que trata asuntos referidos 
concretamente a la afectación de derechos fundamentales como la libertad personal, el 
debido proceso, la presunción de inocencia. 
Al respecto, revisando el documento materia de análisis, se denota que en el fundamento 
séptimo de la referida resolución del Tribunal Constitucional expresa que en “El derecho 
fundamental a la presunción de inocencia no es un derecho absoluto sino relativo. De ahí 
que, en nuestro ordenamiento, se admitan determinadas medidas cautelares personales – 
como la detención preventiva o detención provisional-, sin que ello signifique su 
afectación, “(…) porque tales medidas sirven precisamente para esclarecer el hecho 
reprochado y por ello son imprescindibles para llevar a cabo un procedimiento penal 
orientado en principios propios de un Estado de derecho; siempre, claro está, que tales 
medidas sean dictadas bajo criterios de razonabilidad y proporcionalidad”. 
En líneas generales se puede advertir que la resolución materia de análisis indica que, en 
efecto, el derecho de presunción de inocencia no es un derecho absoluto, por lo que cabe 
medida cautelar sin que este se vea vulnerado o afectado pero tal medida debe ser 
provisional y deben estar orientadas a esclarecer el hecho materia del delito, sin embargo, 
tales medidas cautelares deben ser dictadas bajo ciertos criterios, esto como se reitera, 
con la finalidad de proteger y no vulnerar el derecho de presunción de inocencia.  
 
En relación al objetivo específico 2: Explicar de qué manera la suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso penal afecta la normativa constitucional vigente 





“ANÁLISIS DE ARTÍCULO” 
a) Artículo: “La nueva causal de suspensión de patria potestad” 
El presente documento fue analizado para justificar el objetivo específico 2, artículo 
titulado “La nueva causal de suspensión de patria potestad”, elaborado por la doctora 
Mosquera Vásquez Clara, específicamente el artículo en la parte de análisis sobre la Ley 
29194, página 15, señala que, “así, en aplicación del principio constitucional de inocencia, 
al iniciarse un proceso, el procesado es considerado inocente en tanto no se pruebe su 
culpabilidad; en ese sentido, consideramos que la modificatoria dada, en este punto 
específico de estudio, deviene en inconstitucional pues no se espera el resultado final del 
proceso penal (donde no solamente puede condenarse al procesado sino donde también 
puede ser absuelto de la acusación o puede dictarse auto de sobreseimiento) para 
solicitarse la suspensión de patria potestad” 
En líneas generales, se aprecia que el artículo de la Ley en cuestión, según refiere el citado 
artículo, afecta la normativa constitucional vigente de presunción de inocencia debido a 
que al procesado a quien se le presume su inocencia se le vulnera el derecho constitucional 
de presunción de inocencia toda vez que, se le impone una sanción de suspensión de patria 
potestad por la apertura de proceso penal, en el cual, en dicho auto, no declara la 




















La discusión, conlleva a indicar que teorías y/o enseñanzas se asemejan con el estudio y 
si los nuevos aportes sostuvieron o no, las teorías previas, además de proporcionar 
sustento a considerar.  
Daymon (citado por Hernández Sampieri et al), señala que en esta parte se derivan 
conclusiones, explicitan recomendaciones, analizan implicancias, se determina como se 
respondieron las preguntas formuladas en la investigación y si es que se llegó a alcanzar 
con los objetivos propuestos, se relacionan los resultados con los antecedentes y se 
discuten los resultados obtenidos, entre otros. (2014, p. 552). 
En ese sentido, en el presente capitulo se analizará los resultados obtenidos 
contrastándose con los antecedentes en base a los objetivos y supuestos señalados. 
 
OBJETIVO GENERAL 
Analizar de qué manera la causal dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194, vulnera 
el derecho constitucional de presunción de inocencia. 
 
a) Respecto a la vulneración del derecho constitucional de presunción de inocencia 
por el artículo 2 de la Ley 29194, en base a las entrevistas, se advierte que los 
entrevistados coinciden que, en efecto, el artículo 2 de la Ley 29194 vulnera el 
derecho constitucional de presunción de inocencia debido a que se suspende la 
patria potestad por la apertura de proceso penal, de modo tal que no existe una 
decisión firme sino una “simple” resolución de apertura de proceso penal que 
constituye el inicio de una investigación judicial, mas no una sentencia; en 
consecuencia, entonces, es menester señalar que se viene vulnerando la norma 
constitucional al igual que los tratados internacionales tales como, Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Declaración Universal de 
Derechos Humanos, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, Declaración de derechos 
humanos y el ciudadano, los mismos que recogen al derecho de presunción de 
inocencia; existiendo así, una vulneración expresa por el artículo 2 de la Ley 
29194  ya que, aún, dentro de un debido proceso no se ha demostrado la 
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culpabilidad del procesado, por medio de alguna sentencia condenatoria, 
asimismo, se indica que para la procedencia de una medida preventiva como la 
suspensión de patria potestad, en este caso, deberá existir elementos de prueba 
irrefutables e irreversibles sin embargo, ello no es así, por lo tanto no se ha 
desvirtuado la presunción de inocencia que le asiste al procesado.  
 
a) De la misma forma se aprecia en el análisis documental realizado al artículo “la 
nueva causal de suspensión de patria potestad”, el cual refiere, en líneas generales, 
que el citado artículo (artículo 2 de la Ley 29194) no hace sino vulnerar la 
presunción de inocencia al considerar suficiente y prueba fehaciente la emisión 
del auto apertorio de instrucción para suspender la patria potestad, sin esperar el 
resultado del proceso sin considerar el derecho inherente (derecho de presunción 
de inocencia)  que ostenta el procesado, el cual no se ha llegado a desvirtuar. 
Asimismo, se debe tener en cuenta lo referido en el análisis documental de la 
casación 292-2014, el cual expresa que el derecho de presunción de inocencia es 
la base de todo ordenamiento jurídico que brinda protección y seguridad al 
imputado, el mismo que subsiste mientras no exista suficiente actividad probatoria 
para desvirtuarla, además de ello, se debe añadir que para lograr hacerlo, se debe 
emitir una sentencia condenatoria el cual debe estar motivada- fundamentada por 
prueba plena que acredite que el procesado sea el autor del hecho que se le imputa; 
teniendo como obligación, los administradores de justicia, el abstenerse de 
prejuzgar el resultado del proceso. Siendo este el caso.   
Por lo tanto, nuestro supuesto general establece que el artículo 2 de la Ley 29194 vulnera 
el derecho constitucional de presunción de inocencia debido a que se suspende la patria 
potestad al padre o a la madre por la sola apertura de proceso penal en su contra, por lo 
que está corroborado y sustentado en los dos instrumentos utilizados en la presente tesis, 
otorgando mayor validez y confiabilidad al supuesto en mención.  
En ese sentido, de acuerdo a los resultados obtenido en la presente tesis resulta ser igual 
a la tesis nacional sustentada por Rocha, (2015), cuyo título es “Suspensión de la Patria 
Potestad por causal de apertura de proceso penal y la vulneración a la presunción de 
inocencia”.  En la conclusión N° 3 señala que Presunción de Inocencia es un Derecho 
Fundamental constitucionalmente reconocido, el cual refiere que toda persona es inocente 
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mientras no se declare judicialmente lo contrario, este derecho también se constituye 
como una garantía que determina la limitación de las medidas restrictivas de derechos; 
Sin embargo, con la imposición de la sanción de suspensión de Patria Potestad, sin mediar 
suficientes elementos de convicción de la comisión del delito, vulnera de manera lesiva 
este Derecho de rango Constitucional, como es el Derecho a la Presunción de Inocencia. 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1 
Describir cómo se debería proteger el derecho de presunción de inocencia frente a 
suspensión de patria potestad por la apertura de proceso penal. 
 
a) Respecto a la protección del derecho de presunción de inocencia frente a la 
suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal, en base a las 
entrevistas, se advierte que los entrevistados coinciden en que si podría protegerse 
la presunción de inocencia frente a esta causal de suspensión esto con la finalidad 
de que de algún modo cese la vulneración que realiza el artículo 2 de la Ley 29194 
ya que, el procesado cuenta con derechos inherentes a él, por tanto no puede 
tomarse como cierta la denuncia penal en su contra, además que debe tenerse 
presente si existe o no la alta probabilidad para dictarse una eventual condena 
dicho ello, en primer lugar se indica que los jueces pueden hacer control difuso 
esto con el objeto de hacer prevalecer y preservar la norma constitucional, 
segundo lugar porque puede solicitarse un requerimiento fundamentado al fiscal 
en vía procedimental cautelar, de igual modo, a traves de una discusión en un 
procedimiento cautelar luego de analizarse si existe alta probabilidad de una 
eventual condena ademas de ello, puede protegerse siempre que esta medida sea 
dictada de modo excepcional bajo un requerimiento expreso. Asimismo, el 
procesado podría recurrir a la vía constitucional a fin de que haga valer sus 
derechos.  
Se debe señalar que lo que se busca es que, el derecho de presunción sea protegido 
frente a la causal indicada de modo que, esta suspensión sea dictada siempre que 
existan elementos convincentes y fehacientes que hagan suponer en alta 
probabilidad que se va a emitir una sentencia condenatoria, por lo tanto, no se 
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busca desproteger al menor ni exponerlo. Además de ello, se debe tener en cuenta 
que, si en una hipótesis se dicte la medida de suspensión de patria potestad por la 
apertura de proceso penal, los daños al procesado podrían ser irreversibles 
perjudicando su honor y más aún al núcleo familiar ya que, posiblemente puede 
también ser absuelto o el proceso puede ser sobreseído, por lo que tal medida debe 
ser excepcional, cuando existan pruebas concluyentes e irreversibles. 
 
b) De la misma forma se aprecia en el análisis documental realizado al artículo “El 
derecho a la Presunción de inocencia Desde un Punto de Vista Constitucional”, al 
respecto, cabe señalar que, de dicho análisis se desprende que efectivamente, el 
derecho de presunción de inocencia es un derecho constitucional innato que existe 
con la finalidad de protección al presunto responsable (procesado) pero como bien 
lo menciona, este derecho solo podrá ser efectivo, por tanto protegido, si se 
desarrolla en la esfera de un sistema de justicia que tenga como objeto garantizar 
que ningún inocente sea castigado;  si bien, se debe realizar la persecución del 
delito, esto no quiere decir que el procesado tenga que ser objeto de constante 
sospecha y mucho menos que deba ser condenado si no se está más allá de toda 
duda razonable. Asimismo, en relación con el análisis documental del Expediente 
10107-2005-PH/TC expresa que el derecho fundamental a la presunción de 
inocencia no es un derecho absoluto sino relativo. De ahí que, en nuestro 
ordenamiento, se admitan determinadas medidas cautelares sin que ello signifique 
la vulneración y/o afectación del derecho de presunción de inocencia; la razón de 
ser de tales medidas es que, las mismas servirán precisamente para esclarecer el 
hecho reprochado, sin embargo, para que esto suceda, tales medidas deben ser 
dictadas bajo criterios de razonabilidad y proporcionalidad.   De lo expresado por 
el Tribunal, y llevándolo al caso en concreto tenemos que el artículo 2 de la Ley 
29194, que orienta o dicta el legislador, puede comprenderse como una medida 
cautelar a fin de no exponer al menor ante cualquier daño que pueda realizar su 
progenitor procesado sin embargo, tal medida no es tomada acorde a los 
lineamientos que ha mencionado el Tribunal Constitucional, esto es razonabilidad 
y proporcionalidad, debido a que, el auto de procesamiento hace alusión e informa 
a las partes que se está aperturando un proceso en contra de alguien sin embargo, 
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no se ha tomado en cuenta si se está dictando en el auto una prisión preventiva, 
comparecencia restringida o simple, el cual debe ser evaluado de acuerdo al caso 
concreto, pues no es lo mismo que se dicte la suspensión de patria potestad cuando 
en el auto de apertura de proceso haya dictado una comparecencia simple o una 
prisión preventiva además debe tenerse en cuenta, para esta suspensión, si existe 
alta probabilidad de que se dictará una sentencia condenatoria en contra del 
procesado. 
 
De lo expuesto, se tiene de igual manera que el artículo 2 la Ley 29194, dictándose como 
una medida cautelar debe ser usado bajo ciertas premisas, tal como lo señala los 
entrevistados, los documentos analizados, ello con la finalidad de proteger el derecho de 
presunción de inocencia sin menoscabar y exponer a los menores agraviados ya que, si se 
dicta una medida cautelar de la forma como se ha planteado, bajo ciertos criterios, ello no 
signifique una riña con los derechos de la víctima ni mucho menos una forma de 
impunidad.. De este modo, nuestro supuesto especifico 1, señala que el derecho de 
presunción de inocencia se protegería frente a la suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal, siempre que se dicte esta medida de modo excepcional, de 
acuerdo al caso concreto y, cuando medie ciertos criterios que fundamenten tal medida, 
por lo que está corroborado y sustentado en los dos instrumentos utilizados en la presente 
tesis, otorgando mayor validez y confiabilidad al supuesto en mención.  
En ese sentido, de acuerdo a los resultados obtenido en la presente tesis resulta ser similar 
a la tesis internacional sustentada por Litano, (2015), cuyo título es “Presupuestos para la 
prisión preventiva en los delitos de violación sexual en los juzgados penales de Huara”, 
año 2013. El cual en sus conclusiones N° 1 y 2 señala que el principio de presunción de 
inocencia es el punto de partida de cualquier análisis de los derechos añade además, que 
la suficiencia y razonabilidad de la motivación derivarán de la ponderación de los interés 
en juego a partir de la información disponible en el momento en que ha de adoptarse la 
decisión de una medida cautelar, asimismo la aplicación de una medida cautelar debe ser 
excepcional, subsidiaria, provisional y proporcionada a la consecución de los fines, por 
ello, deberían tomarse en consideración además de las características y la gravedad del 
delito imputado y de la pena con que se le amenaza, las circunstancias concretas del caso 
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y las personales del imputado siendo que, el uso racional de las medidas cautelares de 
acuerdo a criterios de igualdad, necesidad y proporcionalidad, no riñe en modo alguno 
con los derechos de las víctimas ni constituye una forma de impunidad. 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 2 
Explicar de qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de proceso 
penal afecta la normativa constitucional vigente de la presunción de inocencia. 
 
a) En base a las entrevistas, respecto al objetivo específico 2 el cual tiene como 
objeto explicar de qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal afecta la normativa constitucional vigente de presunción de 
inocencia, los entrevistados coinciden que efectivamente, la suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso penal afecta la normativa constitucional vigente 
de presunción de inocencia por los fundamentos antes expuestos, es decir, que 
existe una vulneración expresa por el artículo 2 de la ley 29194 al derecho 
constitucional de presunción de inocencia ya que, se viola derechos 
fundamentales por la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal 
cuando no se ha determinado la responsabilidad del procesado dentro de un debido 
proceso siendo que, la presunción de inocencia persiste mientras un juzgado no 
haya emitido una sentencia con calidad de cosa juzgado y/o ejecutoriada por lo 
tanto, si se impone una medida de cualquier índole en el proceso penal, sin tomar 
en cuenta otros derechos fundamentales que requieren ser ponderados, se vulnera 
la presunción de inocencia, y se viola principios fundamentales que protegen a la 
persona. En consencuencia, se demuestra, que definitivamente, el artículo 2 de la 
Ley 29194 afecta la normativa constitucional vigente de presunción de inocencia 
debido a que vulnera derechos fundamentales reconocidos constitucionalmente 
por lo que contraviene la Constitución, en consecuencia, es inconstitucional. 
 
b) De la misma forma se aprecia en el análisis documental realizado al artículo “la 
nueva causal de suspensión de patria potestad” en el cual se aprecia que el artículo 
2 de la Ley 29194, afecta la normativa constitucional vigente de presunción de 
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inocencia debido a que al procesado, a quien se le presume su inocencia, se le 
vulnera el mismo, toda vez que se le impone una sanción de suspensión por la sola 
apertura de proceso penal, el cual, dicho auto no declara la culpabilidad ni 
responsabilidad del procesado por lo que deviene de ser inconstitucional. Por lo 
tanto, siendo que el análisis en cuestión manifiesta que este artículo 2 de la Ley 
29194 es inconstitucional eso quiere decir a que, en efecto, tal norma afecta la 
normativa constitucional de presunción de inocencia, por lo que contraviene la 
constitución. 
De dicho modo se ha corroborado y sustentado, con los instrumentos, el supuesto jurídico 
especifico 2 el cual señala, que la suspensión de la patria potestad por apertura de proceso 
penal afecta la normativa constitucional vigente de presunción de inocencia debido a que 
vulnera lo prescripto en la Constitución por lo que, es inconstitucional. 
En ese sentido, de acuerdo a los resultados obtenido en la presente tesis resulta ser igual 
a la tesis Nacional sustentada por Rocha, (2015), cuyo título es “Suspensión de la Patria 
Potestad por causal de apertura de proceso penal y la vulneración a la presunción de 
inocencia”.  El cual señala en su conclusión N° 4 que, el Perú es un estado constitucional 
de derecho, en el cual se vela por el pleno respeto de los derechos constitucionales; sin 
embargo, existen normas como el artículo 75 del Código de Niños y Adolescentes, 
artículo que fue modificado por el artículo 2 de la Ley 29194, el cual genera inestabilidad 
jurídica en razón a que la causal que dispone trae consigo la vulneración a un derecho de 
rango constitucional, refiriéndose al derecho de presunción de inocencia; en 
consecuencia, se trata de una norma infraconstitucional que transgrede un derecho de 
rango constitucional, situación que en un estado constitucional de derecho es reprochable, 
por lo que urge la derogación de esta norma. La tesis citada, recomienda que debería 
derogarse la norma siendo que esta afecta la normativa constitucional vigente de 
























De la identificación del problema, revisión de los antecedentes, análisis de interpretación 
del marco teórico y de la metodología utilizada, se concluye lo siguiente: 
Primero: Que se ha analizado la causal dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194 que 
señala; “que se suspende la patria potestad, por la apertura de proceso penal contra uno o 
los dos progenitores en el delito contra la Libertad Sexual, en agravio de sus hijos”, 
porque vulnera el derecho constitucional de presunción de inocencia contraviniendo el 
artículo 2 inciso 24 literal e) de la Constitución basado en que se suspende la patria 
potestad, sin el debido proceso ni la existencia de una sentencia condenatoria firme y 
ejecutoriada, ya que se realiza tal suspensión tan solo por la apertura de proceso penal; 
dicha vulneración  en la presente investigación, ha sido ratificado por los documentos 
analizados los cuales  precisan que, la resolución que apertura el proceso penal no es 
prueba suficiente y fehaciente para suspender la patria potestad porque con ello no se 
demuestra la culpabilidad ni responsabilidad del procesado, del mismo modo los 
entrevistados, sostienen que el auto de apertura de proceso penal es una resolución simple 
que constituye el inicio de una investigación judicial, mas no una sentencia, por lo que, 
no siendo una resolución firme, este vulnera la presunción de inocencia del imputado, 
conforme se ha detallado en el punto de la discusión. Por tanto, queda verificado el 
supuesto jurídico basado en la vulneración del derecho de presunción de la inocencia, que 
es un derecho constitucional. 
Segundo: Respecto a la protección al derecho de presunción de inocencia por la 
vulneración que realiza la suspensión de la patria potestad por apertura de proceso penal 
se concluye que existe un vacío legal debido a que no existe algún tipo de protección al 
derecho de presunción de inocencia ante esta causal, por ello es necesario la existencia de 
un requerimiento expreso, con elementos de prueba convincentes que hagan suponer una 
eventual condena, versión ratificada, por los documentos analizados, que precisan que el 
derecho de presunción de inocencia no es absoluto porque cabe medida cautelar, pero 
para no vulnerar este derecho constitucional, estas medidas deben ser dictadas bajo ciertos 
criterios de razonabilidad y proporcionalidad, en ese sentido los entrevistados son de la 
opinión que debería protegerse al derecho de presunción de inocencia que es inherente al 
imputado, de ese modo debe tenerse en consideración si existe o no una alta probabilidad 
para dictarse una eventual condena o en todo caso, solicitarse un requerimiento  
fundamentado al fiscal. Por tanto, queda verificado el supuesto jurídico especifico 1 
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basado en la protección al derecho de presunción de inocencia ante la vulneración expresa 
por la causal dispuesta en el artículo 2 de la ley 29194. 
Tercero: Respecto a la afectación del derecho de presunción de inocencia por la 
suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal, se concluye que la causal 
invocada afecta la normativa constitucional vigente de la presunción de inocencia, 
consagrado en el Artículo 2 inciso 24 literal e) de la Constitución, ya que existe una 
violación de derechos fundamentales tales como: dignidad, honor, reputación y debido 
proceso, ello se encuentra ratificado por el documento analizado, el cual indica que tal 
suspensión afecta la norma constitucional toda vez que se le impone una sanción 
anticipada, lo cual evidentemente contraviene la Constitución, bajo ese criterio, los 
entrevistados de igual modo, refirieron que la causal 2 de la ley 29194, viola derechos 
fundamentales pues no se ha determinado la responsabilidad penal del imputado, por lo 
que contraviene abiertamente la normativa vigente constitucional, conforme se ha 
detallado en el punto de discusión. Por tanto, queda verificado el supuesto jurídico 
especifico 2 basado en la afectación que evidencia la causal dispuesta en el artículo 2 de 





























Primero: Se recomienda que los jueces, quienes tengan estos tipos de procesos, apliquen 
el control difuso con la finalidad, de no vulnerar la presunción de inocencia, estipulado 
en el Artículo 2 inciso 24 literal e) de la Constitución, el cual consiste en que toda persona 
es inocente mientras no se demuestre su culpabilidad. 
Segundo: Se recomienda al legislador, con la finalidad de proteger el derecho de 
presunción de inocencia, mejorar la aplicación del artículo 2 de la Ley 29194, suspensión 
de patria potestad por apertura de proceso penal, requiriendo ciertos requisitos: elementos 
graves de convicción (suficiencia probatoria), alta probabilidad en dictarse una eventual 
sentencia condenatoria o en todo caso, que se aplique tal suspensión en un procedimiento 
cautelar, donde se debatan todos los medios que fundamenten tal medida. 
Tercero: Se recomienda al legislador, con la finalidad de que tal suspensión de patria 
potestad por apertura de proceso penal no afecte la normativa constitucional vigente, que 
se implemente un artículo en el Libro III Capítulo I del Código de Niños y Adolescentes, 
un procedimiento donde se pueda discutir la proporcionalidad de la medida, requiriendo 
para ello, los requisitos exigidos en el párrafo anterior, siendo que su regulación debe ser 
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ANEXO 1: Matriz de Consistencia 
















La vulneración de la Presunción de Inocencia por la causal 
dispuesta en el artículo 2 de la Ley 29194 
 
¿De qué manera la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 
29194 vulnera el derecho constitucional de presunción de 
inocencia? 
 
¿Cómo se debería proteger el derecho de presunción de inocencia 
frente a la suspensión de patria potestad por la apertura de 
proceso penal? 
¿De qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de 
proceso penal afecta la normativa constitucional vigente de la 











Analizar de qué manera la causal dispuesta por el artículo 2 de la 
Ley 29194, vulnera el derecho constitucional de presunción de 
inocencia. 
 
Describir cómo se debería proteger el derecho de presunción de 
inocencia frente a suspensión de patria potestad por la apertura 
de proceso penal. 
Explicar de qué manera la suspensión de patria potestad por 
apertura de proceso penal afecta la normativa constitucional 
vigente de la presunción de inocencia. 
 La causal dispuesta por el artículo 2 de Ley 29194, vulnera el 














la patria de potestad a la madre o padre por la sola apertura de 
proceso penal. 
El derecho de presunción de inocencia se protegería frente a la 
suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal, 
siempre que se dicte esta medida de modo excepcional, de 
acuerdo al caso concreto y, cuando medie ciertos criterios que 
fundamenten tal medida. 
La suspensión de la patria potestad por apertura de proceso penal 
afecta la normativa constitucional vigente de presunción de 
inocencia debido a que vulnera lo prescrito en la Constitución por 
lo que, es inconstitucional. 






Cabe precisar que el estudio en la presente investigación está 
conformado de la siguiente manera: 
 Magistrados pertenecientes a la Corte Superior de Justicia 
de Lima Norte 
 Secretarios Judiciales 
 Abogados  
Categorización 
Categorías 
C1: Presunción Inocencia 
C2: Suspensión de Patria Potestad 
Definición Conceptual Subcategorización 
Presunción de 
Inocencia 
Toda persona es inocente 
hasta que se demuestre lo 
contrario. 
- Presunción Iuris Tantum 
- Sentencia Judicial 
Suspensión de 
Patria Potestad 
Cese temporal en el ejercicio 
de la Patria Potestad. 




Entrevista- Guía de Entrevista 



























ANEXO 3: Guía de Entrevista 
 
GUÍA DE ENTREVISTA 
Título: La vulneración de la presunción de inocencia por la causal dispuesta en el 




Años de trayectoria laboral……………………………………………………. 
Institución………………………………………………………………………. 
 
Nota: Artículo 2 de la Ley 29194 dispone la modificacion del artículo 75 del Código de 
Niños y Adolescentes, estipulando como causal, la suspensión de la Patria Potestad por 
la apertura de proceso penal por los delitos que atentan la libertad e indemnidad sexual 
de menores de edad por parte de sus progenitores. 
 
 
1. ¿Considera Ud. que la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194 
(suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal), vulnera el derecho 









Analizar de qué manera la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194, vulnera el 
derecho constitucional de presunción de inocencia. 
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2. ¿Desde su punto de vista la causal dispuesta por el artículo 2 de la Ley 29194 
(suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal), vulnera el derecho 







3. ¿Cuál es su opinión respecto a la causal dispuesta por artículo 2 de la Ley 29194 al 
Código de Niños y Adolescentes (suspensión de la Patria Potestad por la apertura de 










4. ¿Considera Ud. que podría protegerse el derecho de presunción de inocencia frente a 







Objetivo específico 1 
1.- Describir cómo se debería proteger el derecho de presunción de inocencia frente a la 





5.Según su opinión, ¿Cuál es la medida más adecuada para proteger el derecho de 
presunción de inocencia del progenitor ante la suspensión de la patria potestad por 







6. ¿Cómo debe aplicarse la suspensión de patria de potestad por apertura de proceso penal 











7. Explique Ud. si la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal afecta 







Objetivo específico 2 
2.- Explicar de qué manera la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal 
afecta la normativa constitucional vigente de la presunción de inocencia. 
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8. Precise Ud. como es que la suspensión de patria potestad por apertura de proceso penal 







9. ¿Detalle Ud. si es constitucional la suspensión de patria potestad por apertura de 






































































































































ANEXO 5: Guía de Análisis Documental 
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